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GRUPO  1  

 SERVICIOS  DE ATENCI ÓN A LA  

DISCAPACIDAD,  ACCIONES  POSITIVAS   Y  

RECURSOS  DE APOYO  

 

 

Grupo de trabajo 1 

SAD y recursos de apoyo 

Buenas prácticas de inclusión de estudiantes con 

discapacidad en la educación universitaria. Recursos y 

acciones inclusivas 

 

 

Descripción: 

La función social que desempeña la Universidad hace que deba responder a las nuevas 

demandas que plantea la sociedad, entre ellas garantizar el acceso, ingreso, 

permanencia y ejercicio de los derechos de todas las personas en condiciones de 

igualdad. En este sentido, los servicios de apoyo a estudiantes con discapacidad de las 

Universidades, constituyen sin duda un parámetro  con el que valorar la atención que la 

Universidad presta a dicho colectivo, a través de los recursos y apoyos puestos a su 

disposición. Así lo ha entendido el legislador español que, a través de la Ley Orgánica 

4/2007, de 12 de abril, promueve la puesta en marcha conjunta, entre las 

administraciones públicas competentes y las respectivas Universidades, de programas 

específicos para que las personas con discapacidad puedan recibir los  apoyos y 

adaptaciones necesarios para el desarrollo de sus actividades en el entorno 

universitario. De igual modo, el Estatuto del Estudiante Universitario, que desarrolla de 

modo positivo los mandatos de inclusión establecidos en la Ley Orgánica de 

Universidades, impone a las Universidades el deber de establecer recursos y 

adaptaciones necesarias para que los mismos puedan ejercer sus derechos en igualdad 

de condiciones que el resto de estudiantes, así como fomentar la creación de Servicios 

de Apoyo a la comunidad universitaria con discapacidad, mediante el establecimiento 

de una estructura que haga factible la prestación de los servicios requeridos por este 
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colectivo. Éste es un buen ejemplo sobre como el artículo 24 de la Convención 

Internacional sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, referido a la educación 

inclusiva, se ha plasmado en la legislación española. 

 

Objetivos: 

 Fomentar la mejora en la calidad de los servicios de apoyo a la discapacidad 

de las Universidades a través del conocimiento de nuevas técnicas y 

herramientas, facilitando el intercambio de experiencias y la participación de 

las personas implicadas. 

 Intercambiar modelos y buenas prácticas sobre las diferentes materias que 

inciden en la atención y los programas dirigidos a estudiantes universitarios 

con discapacidad. 

 Difundir experiencias exitosas en el desarrollo de los contenidos desarrollados 

por los servicios de apoyo a la discapacidad, así como en la promoción de la 

movilidad, nacional e internacional, de los estudiantes universitarios con 

discapacidad.  

 Realizar propuestas de mejora para el cumplimiento real y efectivo de la 

normativa vigente en materia de igualdad de oportunidades e inclusión de 

personas con discapacidad en la Universidad. 
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1. Presentación 

El 13 de febrero de 2014 se constituyó en la Facultad de Derecho de A Coruña el 

Seminario Permanente sobre Diversidad, bajo el patrocinio del Consello Social de la 

Universidade da Coruña. Investigadores del Grupo Derecho Público Global y expertos 

en otros ámbitos científicos se reúnen desde entonces cada semana para recopilar, 

sistematizar, analizar y evaluar la normativa universitaria desde la perspectiva de las 

políticas públicas de diversidad, con la finalidad de hacer propuestas de reforma, mejora 

e innovación en el tratamiento de la diversidad. 

El Seminario tiene un marcado componente jurídico por la especialización de sus 

miembros, pero está abierto a la participación de expertos de otras ramas del 

conocimiento, cuyas aportaciones son indispensables para que las propuestas que surjan 

de sus estudios sean factibles y realistas. De hecho, una de las personas que integran el 

Seminario es Experta en Audición y Lenguaje y trabaja en un CPR, y ha sido la 

canalizadora de la participación en las reuniones del Seminario de las principales 

asociaciones de Galicia que representan a colectivos de personas con discapacidad. 

Mención especial merece la inclusión (y la palabra se emplea con total intención) en el 

Seminario de la investigadora Paloma Caneiro González, que sufre un 99% de 

discapacidad como consecuencia de una parálisis cerebral y que disfruta desde marzo de 

2014 de un contrato de investigación facilitado por el Consello Social de la 

Universidade da Coruña. Su experiencia vital y, sobre todo, su proyecto de vida han 

sido un referente esencial en todas las actividades realizadas por los miembros del 

Seminario hasta la fecha.  

El compromiso adquirido por los integrantes del Seminario pasa por abrir su actividad y 

sus resultados de investigación a la sociedad, a la comunidad científica y a la opinión 

pública. Con ese ánimo se presenta en el II  Congreso Internacional Universidad y 

Discapacidad la presente comunicación, en la que se describe someramente una de las 

primeras propuestas de los miembros del Seminario. 

 

 

Sobre esta propuesta, es necesario hacer dos advertencias previas: 

 En primer lugar, lo que ahora se expone no es un resultado, si con ello se 

entiende un producto final o acabado; muy al contrario, podría decirse que 

constituye un primer escalón superado, de una larga escalera repleta de retos y 

objetivos que pretendemos acometer. Presentamos, pues, un documento abierto, 
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en proceso de maduración, sometido al juicio de los expertos y de la sociedad en 

general, que aspira a mejorarse, enriquecerse y completarse con cuantas 

sugerencias, críticas y valoraciones se reciban, en este Foro y en cualquier otro. 

Quizá el porqué de presentar esta propuesta -y no otras que ya están reposando 

en las actas del Seminario-, es, precisamente, la convocatoria de este Congreso. 

Lugar sin duda idóneo para presentar como propuesta la que hemos denominado 

ñCarta de los derechos de los estudiantes con discapacidad en la Universidadò. 

 

 En segundo lugar, la Carta es un documento limitado en cuanto a sus 

destinatarios por dos razones. Por un lado, se refiere a los estudiantes 

universitarios, pero no perdemos de vista que cualquier acción que pretenda 

emprenderse en este campo debe comenzar por los primeros estadios de la vida 

de la persona; por otro lado, se refiere a los estudiantes con discapacidad, a 

sabiendas de que el concepto es limitativo y deja fuera de su alcance a algunos 

colectivos, muy considerados por los integrantes del Seminario, que también 

merecerían ser destinatarios de esta Carta por sus necesidades de apoyo 

educativo o por las dificultades con que deben enfrentarse a la etapa formativa. 

Los investigadores del Seminario no pierden la perspectiva y son conscientes de 

la autolimitación que suponen las circunstancias señaladas. Pero si algo hemos 

aprendido de la experiencia de asociaciones, familias o afectados es que, en este 

campo, ñlo mejor es enemigo de lo buenoò. Hemos decidido, por ello, dar 

nuestro primer paso hacia los derechos de los estudiantes universitarios con 

discapacidad. Y si, como esperamos, la propuesta tiene buena acogida, solo 

dependerá de la voluntad de quien lo lea hacerlo extensivo a todos los 

estudiantes, en cualquier etapa educativa, que necesiten un apoyo singular.  

 

 

 

 

 

 

 

 

2. La gestión de la carta de los derechos de los estudiantes con discapacidad en la 

Universidad 
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A partir del análisis de la normativa internacional europea y nacional y, sobre todo, del 

estudio exhaustivo de las normas y guías aprobadas por las diferentes universidades 

españolas, hemos elaborado un decálogo de derechos de las personas con discapacidad 

en la Universidad que deben ser un mínimo imprescindible e irrenunciable a estas 

alturas del siglo XXI.  

El decálogo de derechos pretende presentarse a la comunidad universitaria como ñCarta 

de los derechos de los estudiantes con discapacidad en la Universidadò, con el reto ad 

futurum de lograr su reconocimiento en las leyes de educación universitaria y en los 

Estatutos de las universidades. Entretanto, pretende ofrecerse como soft law, a modo de 

código de buenas prácticas, que permitirá reconocer a las instituciones de educación 

superior que hayan alcanzado un compromiso real y efectivo en la consecución de una 

universidad presidida por el ñdiseño para todosò. En una segunda etapa, la Carta será 

ofrecida a las empresas públicas y privadas que quieran participar en el proyecto común 

de alcanzar una sociedad del conocimiento sin límites ni barreras. Trataremos de 

adaptar este decálogo de derechos al mundo empresarial para dar un paso más en la 

efectiva inclusión e inserción laboral de las personas con discapacidad, con el objetivo 

de que incorporen a sus códigos de conducta el reconocimiento de los derechos que la 

integran.  

La Carta se compone de diez derechos. El proceso de selección de los que figuran en la 

Carta -y el correlativo ñdesechoò de otros tantos- ha sido complejo y se ha realizado en 

varias etapas.  

En primer lugar, hemos recopilado y sistematizado todas las referencias normativas y 

documentales que hemos podido identificar en el panorama universitario español. Su 

resultado ha sido sorprendente, porque en los inicios de nuestra investigación era difícil 

imaginar un grado tan importante de producción de normas, informes y guías sobre las 

personas con discapacidad en la universidad. Casi todo está escrito, aunque diferente es, 

desde luego, que sea algo más que texto impreso.  

En segundo lugar, nos hemos reunido con las asociaciones más representativas de 

personas con discapacidad en Galicia. Su visión resultó esencial para contrastar las 

apreciaciones aparentemente frías de los juristas que casaban mal con la selección y 

jerarquización de los derechos más relevantes de las personas con discapacidad.  La 

ONCE, la Unidad de Atención a la Diversidad de la Universidade da Coruña, la 

Asociación INGADA, la Asociación ACOPRÓS, la Asociación ASPANAES, la 

Asociación ASAC, la Asociación ASPACE, el programa Espazo Compartido, han sido 

algunas de las instituciones implicadas en el trabajo del Seminario. 

En tercer lugar, realizamos una preselección de derechos de las personas con 

discapacidad, que fue sometida a un proceso de ñdestilaciónò, si se nos permite la 
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expresión, hasta llegar a lo esencial. Se trataba de identificar lo imprescindible, un 

mínimo necesario que no pudiese ser negado so pretexto de los tiempos que corren o la 

priorización de las necesidades. 

Por último, ordenamos los diez derechos de las personas con discapacidad. No hemos 

querido jerarquizar unos respecto a otros, porque todos son esenciales; hemos optado 

por ordenarlos cronológicamente atendiendo al paso de la persona por la Universidad: la 

etapa preuniversitaria, el transcurso de la vida académica y la etapa postuniversitaria. 

Encabezando la Carta, por razones evidentes, hemos recogido el derecho a la igualdad, 

derecho fundamental de carácter transversal, en esta ocasión con especial fuerza en su 

vertiente de derecho a la igualdad de oportunidades. Puede ser que los derechos deban 

ordenarse de otra forma; nos pareció algo secundario, aunque estamos abiertos a 

reconsiderar nuestra elección. La propuesta es, en cualquier caso, clara, honesta y 

realista. 

 

3. Los derechos de los estudiantes con discapacidad en la Universidad 

Hemos optado por exponer los derechos de las personas con discapacidad en la 

universidad en una Carta. No es nada innovador y conocemos ejemplos relevantes de 

ello. Ofrece, desde luego, la ventaja de rebajar el contenido jurídico del texto y hacerlo 

más accesible y comprensible a sus destinatarios. Puede, además, suscribirse, apoyarse, 

ratificarse o recibir adhesiones sin necesidades de ulteriores problemas de 

procedimiento, competencia o forma. En cualquier caso, en su momento habrá que 

valorar si recoger su contenido en otro tipo de texto, si es que llega la oportunidad de 

someterlo a la aprobación de los órganos de gobierno de las Universidades o de los 

Parlamentos.   

En la narración de cada derecho nos hemos permitido la licencia de utilizar la primera 

persona del plural. Así lo decidimos porque creemos que el lenguaje es importante y, en 

este caso, queremos que se enuncien como si estuviesen siendo invocados por los 

estudiantes con discapacidad. No nos ha costado valorar como suenan, porque los ha 

leído una y mil veces para todos nosotros, en primerísima persona, Paloma Caneiro. 

 

CARTA  DE LOS DERECHOS DE LOS ESTUDIANTES CON DISCAPACIDAD  

EN LA  UNIVERSIDAD  

 

1º. Tenemos derecho a disfrutar de la Universidad en condiciones de igualdad de 

oportunidades respecto a los demás estudiantes  
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Los estudiantes con discapacidad tenemos derecho a gozar de las mismas oportunidades 

que los demás en nuestra etapa universitaria. Por eso tenemos derecho a exigir que se 

adopten las medidas de discriminación positiva que resulten necesarias para garantizar 

que nuestras dificultades especiales no sean un lastre a lo largo de esta etapa. 

Las Universidades promoverán las condiciones para que la igualdad de oportunidades 

sea real y efectiva, garantizando: 

 La adaptación de las pruebas de acceso a las necesidades específicas de los 

estudiantes con discapacidad. 

 La reserva de un porcentaje de plazas a estudiantes con discapacidad. 

 El establecimiento de la matrícula gratuita y un sistema de becas o ayudas 

acorde con las dificultades y necesidades de los estudiantes con discapacidad.  

 La consideración de la discapacidad en los baremos de méritos en los procesos 

de concurrencia competitiva que puedan afectar a los estudiantes con 

discapacidad a lo largo de su vida universitaria. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANTES DE ACCEDER A LA  UNIVERSIDAD  

2º. Tenemos derecho a recibir orientación preuniversitaria y a conocer el entorno 

universitario en el que habrá de transcurrir nuestra vida académica 

Los estudiantes con discapacidad  tenemos derecho a recibir orientación sobre los 

estudios universitarios, que deberá estar disponible y accesible a través de los 

departamentos de orientación de los centros educativos, y a conocer el entorno en el que 

transcurrirá nuestra vida académica. 
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Las universidades deberán poner a disposición de los centros educativos toda la 

información necesaria y relevante para garantizar un acceso adecuado de los estudiantes 

con discapacidad a los estudios superiores, en particular: 

 El catálogo de titulaciones y las competencias del título. 

 Información sobre ayudas disponibles para cursar los estudios universitarios. 

 La unidad, gabinete o servicio de información de la Universidad para estudiantes 

con discapacidad. 

 

Las universidades se comprometerán a: 

 Estudiar las necesidades de los estudiantes con discapacidad que aspiren a 

ingresar en alguno de sus centros 

 Informar a cada uno de ellos sobre el entorno en el que van a desarrollar su vida 

académica, mediante un asesoramiento profesional e individualizado que les 

permita detectar desde el comienzo las dificultades y oportunidades  

 

Las universidades se comprometerán a impulsar convenios de colaboración con las 

asociaciones representativas de los colectivos de estudiantes con discapacidad, para 

favorecer el flujo de información y los cauces de comunicación tanto con las personas 

interesadas en cursar estudios universitarios como con sus familias. 

 

 

 

 

DURANTE NUESTRO PASO POR LA  UNIVERSIDAD  

3º. Tenemos derecho a una Universidad accesible 

Los estudiantes con discapacidad tenemos derecho a que la Universidad cumpla con las 

exigencias del principio de accesibilidad universal, esto es, que los entornos, procesos, 

bienes, productos y servicios, así como los objetos, instrumentos, herramientas y 

dispositivos, estén en condiciones de ser comprensibles, utilizables y practicables por 

todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más 

autónoma y natural posible. 

Las universidades garantizarán: 
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 La efectiva eliminación de todo tipo de barreras que dificulten la interacción del 

estudiante. 

 Una oferta razonable de plazas de alojamiento adaptadas para estudiantes con 

discapacidad, a través de medios propios o mediante colaboración con otras 

entidades públicas o privadas. 

 Un sistema de transporte adaptado a las personas con movilidad reducida. 

 

Las universidades asumirán el compromiso del ñdiseño para todosò, dotándose de 

productos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, sin 

necesidad de adaptación ni diseño especializado. 

4º. Tenemos derecho a ser asistidos por un profesor tutor a lo largo de toda la carrera 

universitaria 

Los estudiantes con discapacidad tenemos derecho a ser asistidos por un profesor que 

nos acompañe desde el comienzo hasta el final de los estudios, que conozca nuestras 

dificultades y nuestras fortalezas, que vele por el cumplimiento de nuestros derechos y 

represente nuestros intereses ante quien corresponda. 

Las universidades se comprometerán a:  

 Formar a su profesorado para atender adecuadamente a los estudiantes con 

discapacidad. 

 Valorar la dedicación docente de quienes se comprometan con las tareas de 

tutorización. 

 Poner a disposición de tutores y estudiantes los medios, recursos y apoyo 

profesional necesario para favorecer la buena marcha de los estudiantes con 

discapacidad a lo largo de toda su etapa formativa. 

5º. Tenemos derecho a recibir apoyo permanente, especializado y suficiente para 

alcanzar nuestras metas 

Los estudiantes con discapacidad tenemos derecho a que la Universidad nos preste 

apoyo especializado a lo largo de la carrera universitaria. 

Las universidades se comprometerán a: 

 La formación del profesorado y del personal de administración y servicios, 

mediante la inclusión de programas de formación específicos sobre la atención a 

la discapacidad en los planes de formación existentes y a través de la 

elaboración de guías, recomendaciones o pautas didácticas que orienten sobre la 

atención adecuada a cada tipo de discapacidad. 
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 La puesta a disposición de los estudiantes con discapacidad de un órgano asesor 

que les ayude a alcanzar sus metas y les asesore en la resolución de problemas 

que puedan surgir a propósito de sus dificultades. 

 La facilitación de productos tecnológicos y mecánicos que ayuden a salvar las 

dificultades derivadas de su discapacidad. 

 

6º. Tenemos derecho a ser atendidos de acuerdo con nuestra discapacidad en el paso 

por las aulas 

Los estudiantes con discapacidad tenemos derecho a las adaptaciones metodológicas 

que resulten necesarias para poder afrontar nuestros estudios en igualdad de condiciones 

respecto de los demás estudiantes. Asimismo, tenemos derecho a que nuestro trabajo 

sea valorado y evaluado tomando en consideración nuestra diversidad. 

Las universidades estarán obligadas a: 

 Adaptar las aulas, el mobiliario, los recursos tecnológicos y materiales docentes 

a los estudiantes con discapacidad, en atención a las dificultades de cada uno de 

ellos y tomando en consideración las recomendaciones de los órganos asesores. 

 Adaptar las metodologías educativas a las necesidades de los estudiantes con 

discapacidad, de acuerdo con las evaluaciones realizadas por los órganos 

asesores. 

 Adaptar los métodos de evaluación, de modo que se garantice una adecuada 

valoración de los conocimientos adquiridos y del esfuerzo realizado por los 

estudiantes con discapacidad. 

 La incorporación del uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones (TIC) accesibles. 

7º. Tenemos derecho a estar y permanecer en la Universidad el tiempo que sea 

necesario para alcanzar nuestras metas 

Los estudiantes con discapacidad tenemos derecho a tomarnos el tiempo que sea 

necesario para alcanzar nuestras metas, sin que se nos puedan imponer plazos, 

condiciones o cargas lectivas inadecuadas en función de nuestras dificultades. 

Las universidades estarán obligadas a adaptar su normativa académica a fin de 

garantizar un número adecuado de oportunidades para superar las materias y una 

duración razonable de los estudios universitarios. 

 

        8º. Tenemos derecho a una efectiva inclusión en la vida universitaria 
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Los estudiantes con discapacidad tenemos derecho a disfrutar de la Universidad no sólo 

como una etapa de la vida enfocada a la formación académica, sino también como una 

oportunidad de integración social y realización personal, en las mismas condiciones que 

los demás estudiantes universitarios. 

Las universidades adoptarán las medidas precisas para favorecer la plena inclusión de 

los estudiantes con discapacidad en la Universidad, con medidas orientadas a: 

 Promover la participación de los estudiantes con discapacidad en los órganos de 

gobierno de la Universidad. 

 Favorecer el asociacionismo estudiantil, en asociaciones propias representativas 

de sus intereses o en cualquier asociación universitaria. 

 Impulsar acciones de extensión universitaria que favorezcan la inclusión de los 

estudiantes con discapacidad. 

 Fomentar el trabajo colaborativo orientado a la participación de las personas con 

discapacidad en la vida social y académica universitaria. 

 Reconocer las iniciativas, acciones y comportamientos inclusivos entre el 

estudiantado. 

 

Las universidades promoverán campañas de sensibilización para eliminar barreras 

sociales y favorecerán la implicación del estudiantado en el apoyo a los estudiantes con 

discapacidad. 

 

 

AL  FINALIZAR  NUESTROS ESTUDIOS 

9º. Tenemos derecho a intentar realizarnos profesionalmente en aquello para lo que 

nos hemos formado 

Las personas con discapacidad tenemos derecho a realizarnos profesionalmente una vez 

finalizada nuestra etapa académica en la. 

Las Universidades se comprometen a: 

 Ofrecer servicios de orientación laboral a los egresados con discapacidad. 

 Impulsar de políticas de inserción laboral específicas dirigidas a egresados con 

discapacidad. 

 Promover la realización de prácticas laborales por egresados con discapacidad. 

 Promover la incorporación de los egresados con discapacidad al ámbito de la 

docencia y la investigación universitarias. 
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10º. Tenemos derecho al aprendizaje a lo largo de toda la vida 

Las personas con discapacidad tenemos derecho a aprender a lo largo de toda nuestra 

vida. 

Las universidades fomentarán: 

 La participación de los egresados con discapacidad en los programas de 

especialización, master y doctorado. 

 La implicación de los egresados con discapacidad en las actividades divulgativas 

y formativas que se realicen en el ámbito universitario. 

 La organización de actividades formativas accesibles y orientadas favorecer la 

inclusión de las personas con discapacidad en el entorno social, cultural y 

laboral. 
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1. Introducci ón 

La progresiva toma de conciencia social de las últimas décadas se ha ido traduciendo en 

un aumento de legislación en cuanto a los derechos de los colectivos más 

desfavorecidos se refieren, incidiendo especialmente en la igualdad de oportunidades, la 

no discriminación, la accesibilidad y el diseño universal. 

Referido al ámbito de nuestro estudio, este favorable marco ha fomentado la aprobación 

de diversas normas cuya aplicación ha beneficiado el incremento del acceso y 

permanencia de las personas con discapacidad en la Universidad. (Castro y Abad, 2009) 

Con la aprobación de la Ley Orgánica de Universidades (2001) y su posterior 

modificación (2007), normas ambas de referencia obligada en nuestro caso, el gobierno 

promueve entre otras acciones la puesta en marcha de programas específicos para que 

las personas con discapacidad puedan recibir los apoyos y adaptaciones necesarios para 

el desarrollo de sus actividades en el entorno universitario, actuación que es reforzada 

con la posterior normativa de desarrollo, entre la que cabe destacar el Estatuto del 

Estudiante Universitario en cuanto al establecimiento de una estructura que haga 

factible la prestación de los servicios requeridos por este colectivo.  

Paralelamente, la posterior publicación del Real Decreto 1393/2007 de ordenación de 

los estudios de grado y postgrado tiene como consecuencia directa que la Conferencia 

de Rectores de Universidades Españolas, CRUE, a través de la Comisión Sectorial de 

los asuntos de estudiantes, conocida como RUNAE, potencie dentro del Área de 

Atención a la Diversidad un apartado específico para la atención a la discapacidad, 

constituyéndose a su amparo en 2010 la Red de Servicios de Apoyo a las Personas con 

Discapacidad en la Universidad, SAPDU. (Jarillo, 2011)   

Esta Red de Servicios cuenta con diversos Grupos de trabajo, entre los que se encuentra 

el de Principios Generales, Normativa y Gestión. La presente comunicación recoge los 

resultados de la ñEncuesta sobre la situación, características y funciones de los 

serviciosò realizada por este Grupo de trabajo, presentando el actual estado de la 

cuestión con respecto a la realidad de estas Unidades así como el nivel de cumplimiento 

de los objetivos que el desarrollo de la normativa en este ámbito ha dispuesto. 

 

 

 

 

1. Antecedentes y evolución 
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En nuestro país, a diferencia de lo acontecido en los niveles obligatorios de la 

educación, la Universidad no ha seguido un proceso claro de adaptación a las medidas 

especiales de inclusión (Arnáiz, 2003; Guzmán et al., 2006), en parte, por la falta de 

concreción de una normativa clara que orientase el desarrollo de la atención a las 

personas con discapacidad en los estudios superiores, lo que se ha visto traducido en 

una desigual y heterogénea implantación de los servicios de apoyo al alumnado con 

discapacidad en las distintas universidades. (Aguado et al., 2006; Alcantud, 2004; 

Campo et al., 2006; De la Puente, 2005; Forteza y Ortego, 2003; Fundación Universia, 

2012; Mirón, Gallego y García, 2005; Molina Fernández y González-Badía, 2006; 

Rodríguez Muñoz, 2011; Susinos y Rojas, 2004; Verdugo y Campo, 2005) 

La época de fin de siglo pasado y comienzo del actual coincide con la etapa en la que se 

produce el mayor auge de estas estructuras. En 2006 es presentado el trabajo 

ñUniversidad y Discapacidad. Guía de Recursosò (Molina Fernández y González-

Badía, 2006). En él se constata que de las 74 universidades existentes entonces en 

España, 43 declaran disponer de algún servicio, programa o proyecto para la atención o 

integración de alumnos con discapacidad, lo que eleva al 60,8% el porcentaje de 

universidades españolas que cuenta con alguna estructura de este tipo. 

En 2012 la Fundación Universia elabora la ñGuía de Asistencia a la Discapacidad en la 

Universidadò, trabajo que desvela que la totalidad de las universidades que han 

colaborado (70 de las 76 existentes en España) disponen de unidades o servicios 

dedicados a la atención de los estudiantes con discapacidad. (Fundación Universia, 

2012) 

Este trabajo entre otras cuestiones muestra que la heterogeneidad tanto del nombre 

como de su dependencia sigue activa, aunque en ambos casos han ido convergiendo 

hacia denominaciones más comunes, mayormente debido a los tipos de servicios y 

público al que éstos están dirigidos; estos es, unidades, programas, oficinas o servicios 

que, en cuanto a su dependencia administrativa, se encuentran adscritos en un alto 

servicios o unidades porcentaje a los vicerrectorados de estudiantes o de asuntos 

sociales de sus respectivas universidades. 

Otros datos que pueden extraerse de esta guía son las funciones o actividades que 

realizan cada uno de estos. La última actualización realizada por Fundación Universia 

(2014), muestra los siguientes resultados con respecto a las acciones que cada una de las 

76 universidades españolas reconoce realizar: 

 Accesibilidad en espacios y edificios: 89,5% 

 Adaptaciones curriculares: 80,3% 

 Jornadas y cursos orientados a la discapacidad: 79,00% 
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 Procedimiento de acogida y orientación nuevo ingreso: 69,7% 

 Acciones de orientación e intermediación laboral: 68,4% 

 Exención total de pago de tasas: 65,8% 

 Becas, ayudas y créditos: 61,8% 

 Accesibilidad web y medios electrónicos: 60,5% 

 Enseñanzas de especial atención a la discapacidad: 56,6% 

 Cuota de reserva de plazas: 56,6% 

 Intérprete LSE: 56,6% 

 Materiales educativos accesibles: 52,6% 

 Programas de voluntariado: 50,0% 

 Acciones de fomento del emprendimiento: 31,6% 

 

2. La encuesta SAPDU sobre la situación, características y funciones de los 

servicios universitarios de apoyo a estudiantes con discapacidad  

En el marco del IV  Encuentro de la Red de Servicios de Apoyo a Personas con 

Discapacidad en la Universidad (SAPDU) celebrado en Ferrol durante los días 17 y 18 

de Octubre de 2013, se aprueba que el Grupo de Principios Generales, Normativa y 

Gestión elabore y envíe un cuestionario a los Servicios integrantes de la Red SAPDU 

con el objetivo de sondear el cumplimiento que las universidades y los Servicios de 

Atención a la Discapacidad hacen de la normativa y reglamentación específica que le es 

propia y su situación (Red SAPDU, 2013) que complementase los datos que los trabajos 

de otras entidades aportaban y profundizase en aspecto más concretos de su regulación 

y funcionamiento. 

 

 

 

 

2. Resultados 

Una vez elaborado el citado cuestionario se procede a su envío a todas las universidades 

que constan como adscritas a la Red SAPDU, utilizando para ello la base de datos 

facilitada por la secretaría de la propia Red, para posteriormente proceder al tratamiento 

de los datos recogidos. 
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El número de universidades a las que se ha enviado el cuestionario es de 44, siendo 29 

las que han remitido contestación, un 66% del total, la mayoría de ellas públicas (25 de 

las 29). Los aspectos más destacados que muestran los resultados obtenidos son los 

siguientes: 

Sobre las garantías de igualdad de oportunidades y no discriminación por razones de 

discapacidad en el acceso a la Universidad, ingreso en los centros, permanencia en la 

Universidad y ejercicio de los derechos académicos, la respuesta media que los 

servicios han otorgado a este ítem es de un 8,14 sobre 10. 

Sin embargo, sobre el establecimiento de programas específicos para que las personas 

con discapacidad puedan recibir la ayuda personalizada, los apoyos y las adaptaciones 

en el régimen docente, la media baja hasta un 6,28, dándose el caso además de que hay 

cinco respuestas por debajo del 5; no obstante sobre el apoyo y asesoramiento 

adecuados para evaluar la necesidad de posibles adaptaciones curriculares además de 

posibles adaptaciones en itinerarios o estudios alternativos, la respuesta alcanza un 7,14. 

En cuanto a la creación de servicios de atención a la comunidad universitaria con 

discapacidad mediante el establecimiento de una estructura que haga factible la 

prestación de los servicios requeridos por este colectivo, la media es de 8,14. 

Respecto a las propuestas de planes de estudio a realizar por las universidades en cuanto 

a la obligación de plantearse desde el respeto a la promoción de los derechos humanos y 

los principios de accesibilidad universal y diseño para todos, debiendo incluirse 

enseñanzas relacionadas con dichos derechos y principios, la respuesta es de un 6,71. 

Especialmente significativa es la respuesta correspondiente al fomento, creación y 

mantenimiento de servicios de transporte adaptado para los estudiantes con 

discapacidad motora y/o dificultades de movilidad, por ser la más baja de todas las 

obtenidas: un 5,38 sobre diez. 

La promoción de programas de actividad física y deportiva para estudiantes con 

discapacidad, facilitando los medios y adaptando las instalaciones que corresponda en 

cada caso mejora algo, llegando la media de valoración al 6,14. Igual sucede con los 

temas que tienen que ver con la representación estudiantil, la participación y actividades 

de cooperación, donde apenas se supera el seis (6,07 sobre 10) 

Referente a la realización de programas de sensibilización, información y formación 

continua de los equipos directivos, el profesorado y los profesionales de la educación, 

dirigida a su especialización en la atención a las necesidades educativas especiales del 

alumnado con discapacidad, la puntuación obtenida es de un 6,86. 

En cuanto a las principales características de los servicios, los datos obtenidos dicen que 

el 72% de los que han enviado el cuestionario disponen para el desarrollo de su 
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actividad de un espacio propio, que el 64% tienen reconocida su estructura en la 

Relación de Puestos de Trabajo (RPT) de sus universidades, aunque el 76% considera 

que el número de profesionales destinados en él es poco o nada adecuado, y tan sólo el 

55% dispone de presupuesto propio. Por otra parte la regulación de funcionamiento está 

muy poco definida: por resolución un 41%; por algún tipo de reglamento el 24%; que 

tengan algún tipo de protocolo o recomendaciones un 20%; que dispongan de Carta de 

Servicios tan sólo el 17%, y el 17% reconoce que no se rige por ningún tipo de 

regulación expresamente reconocida. En este sentido destacar que el 100% de los 

Servicios que han enviado su respuesta cree recomendable elaborar una guía de 

ñPrincipios Generalesò que sirva de referencia a las universidades sobre la necesidad, 

particularidades y funciones de los propios Servicios. 

 

3. Conclusiones y propuestas 

Los resultados muestran que las universidades han realizado en las dos últimas décadas 

un notable esfuerzo por acometer y dar solución a las necesidades que el progresivo 

aumento de estudiantes con discapacidad que accede a la Educación superior genera. 

No obstante, estos mismos resultados también advierten que las medidas existentes no 

son suficientes y que aún queda mucho por hacer. La Universidad no puede ni debe caer 

en la tentación de la autocomplacencia; su compromiso consigo misma y con la 

sociedad debe impulsarla en un ejercicio de proactividad y seguir avanzando en la 

consolidación del principio de igualdad de oportunidades para todas las personas en el 

marco de la propia institución, apoyando y potenciando lo que aparece, en el ámbito de 

la discapacidad, como su principal herramienta: los Servicios de atención y apoyo a este 

colectivo.  

Por otra parte, también parece pertinente insistir en el fomento de la implantación de la 

formación transversal en accesibilidad universal y diseño para todos. No debe olvidarse 

que esta formación es imperativa, tal como señala el Real Decreto 1393/2007, de 29 de 

octubre, de Títulos de Grado, donde en su artículo 3.5 b) establece los principios 

generales que deberán inspirar el diseño de los nuevos títulos, haciendo hincapié en que 

la formación en cualquier actividad profesional debe contribuir al conocimiento y 

desarrollo de los Derechos Humanos y los principios de accesibilidad universal y de 

diseño para todos, debiendo incluirse en las enseñanzas relacionadas con dichos 

derechos y principios. 

Corresponde, bajo nuestro punto de vista, a la Agencia Nacional de Evaluación, Calidad 

y Acreditación, exigir y comprobar la incorporación en sus respectivos programas de 

trabajo (como, por ejemplo, VERIFICA), criterios específicos de evaluación para los 

títulos de grado donde se analice y sancione, en caso de no existir, este tipo de 
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formación, impidiendo la implantación de un título de grado que no recoja dichos 

criterios de forma explícita, al igual que si no lo hace con los aspectos específicos de 

atención a estudiantes con discapacidad (Moreno y Díaz, 2014). 
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1. Introducci ón 
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La atención a las necesidades educativas especiales en el ámbito universitario es una 

realidad cada vez más presente en las universidades españolas. La continuidad en la 

Universidad de las medidas de adaptación curricular para alumnos con necesidades 

educativas específicas iniciadas en etapas educativas previas es la materialización de las 

políticas de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal. 

 

La creación de servicios de apoyo a estudiantes con discapacidad en las universidades, 

supone, un avance importante en relación con los procesos de adaptación curricular en 

el ámbito universitario. Hasta ahora estos servicios se han ocupado de sistematizar de 

alguna manera los pasos y elementos de los procesos de adaptación; han diseñado y 

puesto en práctica mecanismos de evaluación previa de las solicitudes de los 

estudiantes; han elaborado orientaciones para el profesorado; han tratado de diseñar 

protocolos de actuación ajustados a las necesidades de los estudiantes y a las 

posibilidades de cada universidad y han apoyado, en fin, a los equipos docentes y 

personal de administración y servicios de diferentes maneras y en aspectos muy 

diversos. Pero todas estas iniciativas, se han realizado de una forma a veces poco 

sistemática y, en todo caso, no ha partido de protocolos elaborados desde el consenso de 

la mayoría de las universidades españolas, ni dentro de un marco teórico ni normativo 

general.  

 

Las iniciativas de trabajo conjunto de los propios servicios de apoyo, el impulso de 

algunas instituciones y del movimiento asociativo (Ministerio de Educación, Ministerio 

de Sanidad, Política Social e Igualdad, Real Patronato sobre Discapacidad, CERMI, 

entre otros) y de forma muy especial, el empeño de la Conferencia de Rectores de las 

Universidades Españolas, a través de la Sectorial de Estudiantes (RUNAE), han creado 

unas condiciones propicias para el trabajo conjunto de las universidades. De aquí nace 

la red SAPDU (Servicios de Apoyo a Personas con Discapacidad en la Universidad) 

cuyo objetivo principal es encontrar un espacio donde todos estos servicios de todas las 

universidades españolas podamos proponer, debatir y trabajar aspectos o cuestiones que 

nos preocupen en cuanto a los estudiantes con discapacidad.  

 

Dentro de esta red se han organizado varios grupos de trabajo, entre ellos se encuentra 

el nuestro, Grupo de Adaptaciones Curriculares, cuyo objetivo principal es ñProponer 

principios orientadores básicos que, respetando los principios de autonomía 

universitaria y libertad de cátedra, que sirvan para orientar la actividad de las 

universidades en el proceso de adaptación curricular de los estudiantes con necesidades 

específicasò. Con este objetivo, se tomarán en consideración criterios jurídicos y 

académicos que sirvan para analizar la situación en la Universidad y para proponer un 

marco de actuación que permita conciliar la inclusión educativa con las exigencias 

académicas de los títulos universitarios. 
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2. ¿Qué es la red SAPDU? 

SAPDU es una red de Servicios de Apoyo a Personas con discapacidad en las 

Universidades Españolas. Desde principios de los años noventa la inquietud de los 

responsables de atención a los estudiantes universitarios con discapacidad en la 

Universidad y la necesidad de proporcionar medidas eficaces para la integración y 

normalización en un medio hasta entonces no regido, origina un proceso de consulta 

entre las universidades para conocer las situaciones que se plantean al respecto y las 

medidas que se estaban utilizando para resolverlas.  

Fue el Real Patronato sobre Discapacidad quién propició el desarrollo de estas 

reuniones inter universitarias llegando a celebrarse hasta trece encuentros anuales. La 

publicación del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la 

ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales ha servido para que las autoridades 

sientan cada vez más la necesidad de aunar esfuerzos y plantear estrategias comunes, 

por ello dentro del Área de Atención a la Diversidad de la RUNAE, en 2008 en 

Valencia se elabora un Documento en el que se establece la necesidad de crear una red 

de servicios de apoyo con el objetivo de concretar esfuerzos y criterios y en 2009 se 

constituye formalmente. Hoy en esta red se encuentran adheridas 45 universidades 

españolas  

Para atender estas propuestas se han formado cuatro grupos de trabajo: Adaptaciones 

curriculares, Movilidad y empleo, Principios generales, Normativa y gestión, y 

Comunicación y página web. 

Desde su nacimiento se han celebrado cinco encuentros anuales, en el último el pasado 

octubre el Grupo de adaptaciones curriculares presentó sus actuales líneas de trabajo 

que más adelante señalamos. 

 

 

3. Grupo de adaptaciones curricul ares SAPDU. Proyecto Principios orientadores 

para las adaptaciones curriculares en el ámbito universitario. 

En la reunión del Grupo de trabajo de RUNAE de atención a la diversidad  celebrada en 

la Universidad Complutense de Madrid el día 4 de febrero de 2011 se acordó el 

desarrollo de este Proyecto. Para impulsarlo se constituyó un grupo de trabajo inicial 

integrado por las universidades siguientes: Universidad Nacional de Educación a 

Distancia, Universidad de Sevilla, Universidad de Cádiz, Universidad de Valencia y 

Universidad de Extremadura. La coordinación del grupo recayó sobre la UNED. 
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En el posterior encuentro celebrado en la Universidad de Córdoba en 2011, el grupo de 

trabajo lo constituirían las siguientes universidades: Universidad Nacional de Educación 

a Distancia, Universidad de Sevilla, Universidad de Cádiz, Universidad de Valencia, 

Universidad de Extremadura., Universidad de Almería, Universidad de Zaragoza y 

Universidad de Málaga. 

El siguiente encuentro realizado en Ferrol 2013, la coordinación del grupo pasó a la 

Universidad de Extremadura y la Secretaría Técnica de la Red hasta entonces asumida 

por la UNED, pasa al Área de Atención a la Discapacidad de la Oficina de Acción 

Solidaria y Cooperación de la Universidad Autónoma de Madrid. 

Actualmente el Grupo de trabajo de adaptaciones lo forman las siguientes 

universidades: Universidad de Alicante, Universidad de Cantabria, Universidad de 

Cádiz, Universidad de Extremadura, Universidad de Málaga, Universidad Nacional de 

Educación a Distancia, Universidad de Sevilla, Universidad de Valencia y Universidad 

de Zaragoza.  

El objetivo general del grupo es proponer unos principios orientadores básicos que, 

respetando los principios de autonomía universitaria y libertad de cátedra, sirvan para 

orientar la actividad de las universidades en el proceso de adaptación curricular de los 

estudiantes con necesidades específicas. Para ello se tomarán en consideración criterios 

jurídicos y académicos que sirvan para analizar la actual situación en la Universidad y 

para proponer un marco de actuación que permita conciliar la inclusión educativa con 

las exigencias académicas de los  títulos universitarios. 

 

 

 

Para vertebrar sus actuaciones se proponen los siguientes objetivos específicos: 

1. Identificar las principales dificultades y áreas de mejora en los procesos de 

adaptación de la respuesta educativa a los estudiantes con discapacidad en el 

conjunto de las universidades. 

2. Conocer y analizar las acciones, protocolos de actuación y resultados de las 

medidas de ajuste y adaptación puestas en marcha por el conjunto de  

universidades, identificando los logros y las buenas prácticas. 

3. Proponer a la Administración educativa competente en asuntos universitarios, a 

través de la Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas, un 

conjunto de recomendaciones y propuestas de carácter normativo. 
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4. Elaborar un documento con principios básicos y recomendaciones sobre los 

procesos de adaptación curricular dirigido a las universidades 

La consecución de estos objetivos responde a una planificación que inicialmente se 

estructura en seis fases, conozcamos esas fases y el punto en el que nos encontramos:  

 Fase 1. Inicio del proyecto (justificación, objetivos, pasos, organización) y de los 

instrumentos de recogida de información. Las universidades que forman el 

grupo acuerdan la distribución del trabajo, la participación y el establecimiento 

de fechas para entrega de la tarea asignada. Fase ya ejecutada 

 Fase 2. Recogida de información de las universidades a través de una encuesta y 

recopilación de documentos legislativos y bibliográficos. Fase ya ejecutada 

 Fase 3. Análisis de la información obtenida y puesta en común de dificultades y 

buenas prácticas. Fase ejecutada. 

 Fase 4. Realizar por un lado una recopilación o guía única de adaptaciones, 

utilizando algunas guías de varias universidades ya realizadas. Por otro lado, 

elaborar el informe de conclusiones obtenidas a partir de la encuesta (Fase 3), e 

introducir medidas de mejora de las carencias o déficits detectados en estas 

encuestas. Este informe ha sido recientemente (en octubre) presentado al último 

encuentro de la Red SAPDU. Actualmente está siendo revisado por las 

universidades para su definitiva aprobación. En proceso 

 Fase 5. Puesta en común y confección de propuestas para su elevación a CRUE 

y Ministerio de Educación. Plazo: Febrero 2016 

 Fase 6. Elaboración de un ñlibro blancoò sobre adaptaciones en el ámbito 

universitario. Redacción definitiva del documento dirigido a las universidades 

con orientaciones y recomendaciones sobre los procesos de adaptación. Plazo: 

Septiembre de 2016 

 

4. Nuevas líneas de trabajo del grupo de Adaptaciones Curriculares. 

Gracias a la flexibilidad del proyecto por la incorporación de estudios que van 

surgiendo en respuesta a la inquietud planteada por los servicios de atención a los 

estudiantes con discapacidad en su trabajo diario, aunque nuestro fin es desarrollar un 

libro blanco sobre adaptaciones en el ámbito universitario, en el camino vamos 

recogiendo una serie de estudios. 

En la fase cuatro, que es la que nos encontramos actualmente se han realizado varios 

estudios:  
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La aprobación del borrador de la guía de adaptaciones curriculares 

El informe de conclusiones y sus posteriores propuestas de mejora,  

El análisis de la situación actual en cuanto acreditación del nivel de idiomas para 

acreditación de títulos oficiales de grado y máster y sus consecuencias para estudiantes 

con discapacidad en las  universidades españolas.  

 

a) Guía de adaptaciones curriculares 

El proyecto comenzó con la recopilación del material bibliográfico de guías ya 

publicadas por varias universidades. Las guías específicas en materia de adaptaciones 

curriculares publicadas eran 15, estas se distribuyeron entre los integrantes del grupo 

para su análisis. A partir de ahí se elaboró una ficha para registrar por categorías las 

actuaciones que se recomendaban en estos documentos.  

La ficha recogía información sobre discapacidad física, discapacidad visual, 

discapacidad auditiva y de salud mental. También se consideraron una serie de 

necesidades educativas especiales que se presentan cada vez con más frecuencia en el 

panorama universitario y que no entrarían en las categorías anteriores como son 

Dislexia, TDAH, Síndrome de Asperger, etc. 

Después del análisis de esta información y de una propuesta uniforme, actualmente 

estos datos están siendo revisados para su posterior publicación. Pretendemos que sea 

una primera edición, y que se publiquen otras posteriores sobre aspectos trabajados ya 

en el Informe de la ñEncuesta sobre adaptaciones curriculares en el ámbito 

universitarioò.   

 

b) Informe sobre la ñEncuesta sobre adaptaciones curriculares en el 

ámbito universitarioò 

Este Informe nos ofrece una visión detallada de la realidad de las universidades 

españolas  más allá del ámbito de las adaptaciones, analiza temas de vital importancia 

para garantizar la plena inclusión de los estudiantes con discapacidad en las 

universidades españolas, como: matrícula y acceso a la Universidad, procesos de 

adaptación y ajuste en el ámbito universitario,  y accesibilidad, recursos y adaptaciones. 

  

Los datos arrojados por la ñEncuesta sobre adaptaciones curriculares en el ámbito 

universitarioò ponen de manifiesto que aunque se han producido ciertos avances, 

todavía queda un largo recorrido para lograr mayores cotas de inclusión.  
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Queda pendiente elaborar a partir de este Informe un documento sobre los déficits, 

carencias y propuestas de mejora que se elevará a los órganos competentes. (RUNAE, 

CRUE y Ministerio de Educación) así como elaborar unas orientaciones y 

recomendaciones a las propias universidades    

 

c) Acreditación del nivel de idiomas para la obtención del título de Grado 

y Máster 

Desde el tercer encuentro ya se manifestó la inquietud por parte de algunas 

universidades del problema que planteaba esta acreditación para los estudiantes con 

discapacidad auditiva u otras situaciones. Para ello el Grupo de adaptaciones 

curriculares nos planteamos abordar con más detalle esta situación.  

El objetivo fue proporcionar una visión real de las actuaciones que se están llevando a 

cabo para que los estudiantes con discapacidad o necesidades educativas especiales 

puedan acreditar el nivel de idiomas (B1) en la Universidad. El planteamiento inicial era  

conocer qué nivel de exigencia tienen las universidades ante este requisito, para ello 

hemos preguntado si es obligatorio la acreditación del nivel B1 en los títulos que 

imparten, tanto de Grado como de Máster.  

Las distintas universidades tienen exigencias diferentes para reconocer este nivel de 

idioma, hemos podido constatar que en función de sus características y de los títulos que 

imparten se ajustan a unos patrones comunes, no siendo siempre necesario el 

cumplimiento de este requerimiento. La opción más común es la acreditación por 

estudios oficiales externos a la Universidad, seguida de la superación de una prueba de 

idioma diseñada por la Universidad, la superación de una o varias asignaturas del Plan 

de estudios y otras casuísticas. 

También hemos preguntado sobre el tipo de adaptaciones que se realizan para el 

cumplimento de esta exigencia y si hay diferencia entre las adaptaciones que se hacen a 

los estudiantes que tienen una discapacidad reconocida o no. Para terminar queríamos 

conocer cuál es el protocolo de actuación que se sigue a la hora de pedir una adaptación 

de este tipo. La respuesta general era que se sigue el mismo tipo de adaptación que se 

realiza en otras asignaturas. 

Los proyectos a corto plazo que pretendemos llevar a cabo desde este grupo de trabajo 

son: elaborar una guía de adaptaciones curriculares específica para el tema de 

acreditación de idiomas y aprovechar la aplicación de las nuevas normativas de acceso 

para introducir propuestas de adaptaciones curriculares en las PAU, con especial interés 

en temas de  Salud  Mental, Dislexias, TDHA y S. Asperger, entre otros.  
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5. Conclusiones 

La participación de las universidades en la respuesta a las necesidades de intervención 

para la normalización de los estudiantes universitarios con discapacidad o necesidades 

educativas especiales a través de la Red SAPDU, proporciona una visión inmediata de 

la realidad de los estudiantes.  

Queremos seguir trabajando en esta línea y agradecemos la colaboración de todas las 

universidades que han participado en la realización de estos estudios y en la oportunidad 

que foros como este  nos proporcionan para la expresión de nuestro trabajo.  
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1. Introducci ón 

 

La Universidad debe ofrecer modelos que se proyecten socialmente y en este contexto, 

los servicios de apoyo universitarios, que comienzan a generalizarse en España a partir 

de los años 90, se deben orientar de forma universal, atendiendo las diferencias y las 

necesidades de todos aquellos alumnos que, por determinadas circunstancias personales, 

familiares o socioeconómicas, precisen de un apoyo específico en su trayectoria 

académica, con el fin de garantizar su plena participación universitaria, aceptando las 

diferencias y aportando una respuesta ante el reto de la diversidad desarrollando 

plenamente el potencial humano.  

 

En la Universidad de Alicante partimos de este modelo universal de apoyo que se 

conoce como Centro de Apoyo al Estudiante (CAE) dependiente del Secretariado de 

Prácticas de Empresa y Apoyo al Estudiante y enmarcado en el Vicerrectorado de 

Estudiantes. Para la atención de todas las necesidades cuenta con la presencia 

interdisciplinar de un equipo de profesionales, de trabajo social,  psicología, sociología 

y accesibilidad a las TIC que garantiza una visión multisectorial tanto en el análisis 

como a la hora de abordar los recursos internos o externos a la propia Universidad.  

 

Las necesidades de los alumnos son tratadas con una visión de futuro, por tanto se 

promueven las actitudes solidarias y se redunda en la idea de no sólo atender problemas 

puntuales sino el invertir en el capital humano de una sociedad de futuro, asegurando 

que en los sectores dispares de la sociedad cívica la diversidad no sea tratada de forma 

excluyente, siguiendo los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad 

universal y mediante el desarrollo de programas de inclusión, asesoramiento y 

sensibilización dirigidos a la comunidad universitaria. 

 

Los objetivos que se trabajan en el servicio de apoyo universitario de nuestra 

Universidad contemplan, al amparo del art. 24 de la Convención Internacional de 

Derechos de las Personas con Discapacidad: 

 

1. Atender las necesidades específicas de los estudiantes que inciden en sus 

estudios, ya sea de tipo personal, familiar o por circunstancias económicas o 

sociales. 

2. Sensibilizar a la comunidad universitaria respecto al tema de la diversidad 

con criterios de normalización, accesibilidad universal e igualdad de 

oportunidades para todos.  

3. Ofrecer a los estudiantes el asesoramiento técnico, los ajustes razonables y el 

apoyo material y humano en recursos económicos y sociales intra o extra 

universitarios.  
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4. Servir de centro de conexión con entidades, que trabajan por la mejora de la 

calidad de vida, de la población en general y de forma específica con 

determinados colectivos, tanto en el ámbito universitario como comunitario. 

5. Favorecer las actitudes de solidaridad de la población universitaria, 

implicando a la persona con necesidades específicas y a sus compañeros/as 

de clase como forma de apoyo entre iguales. 

 

Los ámbitos de actuación del servicio de apoyo de la Universidad de Alicante se 

estructuran en cinco programas de intervención: igualdad de oportunidades, 

voluntariado, observatorio para la igualdad de oportunidades, acción social y 

psicológica, psicoeducativo y asesoramiento sexológico, aunque el modo de 

intervención tenga un carácter holístico respecto a las necesidades y recursos que pueda 

precisar cada estudiante. Lo que se trata es de garantizar que todos los estudiantes 

dispongan de una igualdad de oportunidades para lo cual existen distintas formas de 

llegar a esa equiparación.  

 

Según la LOMLOU (Ley Orgánica de Modificación de la Ley Orgánica de 

Universidades, 2007) se legitima como derecho de los estudiantes con discapacidad el 

disponer de los ñmedios, apoyos y recursos que aseguren la igualdad real y efectivaò. 

Sin embargo, cada universidad plantea los servicios de apoyo de diferente forma, con 

mayor o menor presencia de especialización técnica, disciplinas de partida, presupuesto, 

modelo más general o específico de atención, dependencia estructural y programas de 

intervención y colectivos a los que se dirige. A su vez, la perspectiva de la atención 

puede también enriquecerse si no sólo se trabaja desde la individualidad sino desde la 

amplitud de miras que ofrece la intervención grupal y comunitaria. Este tipo de 

intervención social es la que ofrece mayores oportunidades desde la educación de 

derribar las barreras mentales o los prejuicios aún existentes sobre diferentes colectivos, 

entre ellos las personas con discapacidad. 

 

Este trabajo aporta desde la perspectiva social, el enfoque práctico de cómo trabajar en 

grupos y en el ámbito comunitario para eliminar las actitudes que están detrás de las 

acciones discriminatorias porque no hay que olvidar que detrás de una rampa no 

accesible está la persona que la diseñó y que debemos de intervenir más allá de la 

normativa.  A su vez, esta perspectiva educativa se enriquece con el trabajo en red para 

aprovechar los recursos y colaborar en grupos cuando se comparten objetivos y metas 

de inclusión social de las personas con discapacidad. Seguidamente, veremos de forma 

práctica como trabajamos en nuestro servicio siguiendo las claves anteriores. 

 

2. Trabajar  desde la diversidad 
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La Universidad ha ido evolucionando con el tiempo y afortunadamente ha ido 

incorporando la diferencia, que enriquece la vida humana y la vida en comunidad. Son   

diferencias individuales que producen variabilidad en cuestiones inherentes a la propia 

persona, como pueden ser la motivación, las competencias, el estilo y el ritmo de 

aprendizaje o la capacidad para aprender que pueden generar desigualdades, en función 

del propio contexto universitario, que debe hacer de filtro  catalizador en el acceso a la 

igualdad de oportunidades y a los derechos sociales.  

Los servicios de apoyo en las universidades debemos promover el desarrollo y la 

independencia de las personas mediante el fortalecimiento de las habilidades en la 

relación interpersonal para lograr la inclusión educativa plena de todos los universitarios 

y de forma concreta, los que se encuentran por sus características personales 

especialmente más vulnerables. Con las dinámicas grupales podemos crecer en 

capacidades de acción con otros y desarrollamos a su vez, nuestra propia identidad al 

comprender mejor nuestra naturaleza social. Desde este punto de vista, el paradigma del 

individualismo extremo, se convierte en el principal obstáculo que tenemos que 

afrontar, porque trabajamos en equipo, vivimos en redes sociales y necesitamos 

desarrollar las habilidades para gestionar nuestra interacción con los otros. 

Una educación para todos es posible mientras no se pretenda homogenizar lo que es 

diverso por sí mismo. Educar en la diversidad no se basa en la adopción de medidas 

excepcionales para las personas con necesidades educativas específicas, sino en la 

adopción de un modelo de currículo que facilite el aprendizaje de todos los alumnos en 

su diversidad (Bayot, Rincón y Hernández, 2002). 

La atención a las personas con discapacidad se ha de tener en cuenta que es muy 

heterogénea porque debemos de tener en cuenta que no sólo se contemplan la 

discapacidad física, sensorial o psíquica, sino también la enfermedad mental, las 

enfermedades crónicas y otro tipo de dificultades como es el caso de la dislexia u otros 

trastornos del desarrollo. Los servicios de apoyo universitarios se encuentran una gran 

variedad de limitaciones personales que pueden afectar a la vida académica y social que 

se deben de apoyar en el marco de la Convención Internacional de los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, ratificada por España en el 2008. 

Las medidas contempladas en esta estrategia están dirigidas a garantizar la plena 

participación de las personas con discapacidad en la vida comunitaria, en igualdad de 

oportunidades, excluyendo cualquier barrera o impedimento que dé lugar a su 

discriminación. 

Si para cualquier persona el hecho de acceder a la Universidad supone un hecho 

importante en su vida, que probablemente les suscite algún que otro miedo y falta de 
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conocimiento sobre sus capacidades reales para el desarrollo de una vida universitaria, 

cuando se trata de una persona con discapacidad generalmente esos miedos se acentúan 

por las barreras o los impedimentos que se anticipan que pueden surgir agudizados 

generalmente por la falta de información. En este sentido, debemos procurar empezar a 

generar una red de apoyo desde el minuto uno de su incorporación a la Universidad, 

promoviendo la cercanía, pero al mismo tiempo impulsando la autonomía personal. Con 

este cometido configuramos los grupos de acogida para los nuevos alumnos. Son grupos 

no muy numerosos, de unos ocho a doce participantes, que incluye a alumnos veteranos 

en la Universidad y alumnos de nuevo ingreso. Desde el punto de vista normalizador, la 

configuración de estos grupos debería de incluir a personas con o sin discapacidad que 

puedan dar una imagen real de inclusión educativa. Para ello hay que tener en cuenta los 

estudios universitarios a los que se ha tenido acceso y a veces también la localidad de 

procedencia porque va a ser importante al principio contar con estos alumnos veteranos 

para ayudar a orientar al nuevo estudiante en la vida universitaria y eliminar los miedos 

iniciales. 

Otros grupos de tamaño similar que se pueden construir desde los servicios de apoyo, 

son los que su objetivo es la promoción de la movilidad europea como cualquier alumno 

de nuestro campus, facilitar información sobre los recursos necesarios y el proceso 

organizativo y eliminar los miedos ante la salida al Espacio Europeo de Educación 

Superior y más en concreto, a la participación en los programas de movilidad Erasmus. 

Supone un reto para los profesionales el tratar de hacer realidad que los estudiantes con 

discapacidad tengan las mismas oportunidades que el resto de los universitarios, el 

hacer efectivo el derecho a una vida universitaria plena y la accesibilidad universal al 

Espacio Europeo de Educación Superior, movilizando los recursos que sean necesarios 

para hacer efectiva la equiparación de oportunidades de todos los alumnos (Soler 

Javaloy y Murcia Rodríguez, 2010). 

El fin de estos grupos reducidos es paulatinamente disolverlos e introducirlos en grupos 

más grandes de temas de interés general para los universitarios. De esta manera, el 

grupo micro sería sólo la primera etapa del crecimiento personal del estudiante, siendo 

la meta la normalización de la actividad de sus participantes hacia grupos más generales 

como modelo de inclusión educativa. 

 

3. La creación de redes profesionales en los servicios de apoyo universitarios  

 

Durante muchos años, exactamente desde la II  Guerra Mundial, se consideró la 

discapacidad como una limitación personal causada por un problema de salud que 

requería un tratamiento individual para conseguir una mejor adaptación al entorno.  En 
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la actualidad, es incuestionable que la intervención requiere cambios en el ambiente 

social inmediato y en las actitudes sociales ante la discapacidad. Por este motivo, 

nuestra intervención trasciende la individualidad, fomentando el apoyo social del 

alumnado con discapacidad e implicando a los distintos agentes sociales que confluyen 

en los cambios sociales cuyo objetivo sea lograr una sociedad que atienda las 

necesidades de todos.  

La perspectiva del modelo social en el análisis de la discapacidad, requiere la 

implicación de los servicios de apoyo universitarios no sólo a nivel individual sino 

también en generar cambios en los entornos inmediatos que pueden actuar como 

obstáculos restrictivos a la hora de la inclusión del universitario con discapacidad en la 

comunidad y como medida de futuro. Para este cometido, es fundamental el trabajo en 

red, que es más que la coordinación: es compartir información, aprender de la 

experiencia del otro, trabajar juntos, y permite a sus miembros evitar el excesivo gasto 

en recursos que supone la duplicación del trabajo cuando se comparten los objetivos, 

facilitando a las acciones e iniciativas de los miembros un efecto multiplicador. 

En la Universidad de Alicante a través de su servicio de apoyo universitario, se han 

creado dos redes de trabajo profesional. Una, es la que aglutina a los técnicos de los 

servicios de apoyo universitarios que, con apoyo de la Fundación Universia, se reúnen 

físicamente en Workshops de Buenas Prácticas de forma bianual para trabajar en grupos 

sobre los distintos temas comunes que nos preocupan como técnicos complementado a 

su vez, con una plataforma en Internet a través de la red SAPDU (Red de Servicios de 

Atención a Personas con Discapacidad de las Universidades) donde se trabaja con 

grupos en línea como parte del trabajo social virtual. 

Los Workshop (de los que se han realizado seis ediciones desde el año 2007) tienen el 

propósito de crear un espacio de dialogo que propicie las buenas prácticas en la atención 

a los estudiantes con necesidades específicas en las universidades, compartir los 

hallazgos y fomentar las soluciones accesibles. Para ahondar en este espíritu de 

proximidad entre profesionales, de formación continua, reflexión y debate necesitamos 

un feedback real. Por este motivo, en el último que se llevó a cabo en 2014 se realizó 

entre todos un balance y análisis de su trayectoria, de los logros conseguidos y sobre 

todo de los retos futuros. Este balance fue positivo, puesto que los técnicos de las 

universidades lo ven como un espacio de debate necesario para abordar todos los temas 

que compartimos y adoptar soluciones homogéneas entre todos compartiendo los 

criterios.  

La segunda red que se ha creado es el Observatorio para la Igualdad de Oportunidades, 

anteriormente denominado Observatorio de la Discapacidad, que desde 2006 tiene el 

objetivo de trabajar en red con profesionales de nuestro entorno más cercano que 

atienden a personas con discapacidad y profesionales del ámbito universitario que 
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prestan su atención a problemáticas concretas como la accesibilidad, la educación o el 

empleo, recabándose la opinión de la población afectada y elaborando proyectos de 

intervención comunes a corto, medio o largo plazo puesto que ñeliminar las barreras es 

tarea de todos, de quienes han de tomar las decisiones y de quienes participamos en la 

vida comunitariaò (Soler Javaloy, 2010).  

Fruto de la red anterior este último año se han realizado dos cursos de formación en 

nuevas tecnologías en colaboración con FEAPS CV (Federación de Asociaciones en 

favor de las personas con discapacidad intelectual y del desarrollo de la Comunidad 

Valenciana), la participación permanente en la mesa SIL de (Servicios de Integración 

Laboral de la provincia de Alicante), el convenio con Cruz Roja Española para 

promover el voluntariado en el ámbito universitario, la colaboración con COCEMFE 

Alicante (Federación de Asociaciones de personas con discapacidad física de la 

provincia de Alicante) en sus jornadas informativas y la realización de prácticas 

formativas para personas con enfermedad mental en convenio con AFEMA (Asociación 

de Familiares de enfermos mentales de Alicante), entre otras actuaciones. La idea es 

aprovechar los recursos de unos y otros y colaborar juntos en la eliminación de las 

barreras aún existentes en el ámbito de las personas con discapacidad.  

Consideramos en este sentido, que  nuestra labor se extiende más allá de la Universidad 

porque no queremos crear una burbuja dentro de la Universidad donde el estudiante se 

sienta protegido, debemos de trabajar en red para que esas barreras que se va a 

encontrar en su inclusión social cada día sean menores, desde la metodología cualitativa 

de investigación-acción participativa (IAP), conocer para transformar; actuando sobre 

los fines que hemos descrito y con la base social. 

Dentro de este proceso secuencial ñconocer-actuar-transformarò, el estudio de 

necesidades es tan sólo una parte de la ñacción transformadora globalò, pero hay que 

tener en cuenta que se trata ya de una forma de intervención, al sensibilizar a la 

población, profundizar en el análisis de su propia situación u organizar y movilizar a los 

participantes. 

 

4. Conclusiones 

 

Los servicios de apoyo universitarios trabajamos principalmente desde la faceta 

individual, personalizando nuestras intervenciones profesionales y adecuándolas a las 

necesidades, capacidades y competencias de cada alumno para superar las dificultades 

que se puedan presentar en su vida diaria académica y social. Sin embargo, debemos de 

complementar estas intervenciones individuales con otras que nos aporta la intervención 

con grupos para enriquecer las relaciones humanas y ayudar a los diferentes colectivos a 
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ayudarse cuando comparten diferentes situaciones y emociones humanas que pueden ser 

de soledad, de falta de redes sociales, autoestima o habilidades sociales, entre otras. Es 

importante trabajar a través de los grupos micro, pero que al mismo tiempo para no 

perder el objetivo de la inclusión educativa plena, esto debe ir complementado con el 

trabajo en grupos más grandes en los que se sensibilice, se forme y se informe de las 

diversas situaciones contando con los protagonistas de las mismas y sus historias de 

vida. De esta manera, podremos ir derribando los muros que afectan a nuestras 

sociedades. La educación es fundamental para que podamos creernos que otra sociedad 

es posible y la construyamos entre todos. 
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1. Planteamiento 

Esta Comunicación al II  Congreso Internacional de Universidad y Discapacidad 

pretende exponer algunas medidas de acción positiva que consideramos hoy 

inaplazables. 

Como veremos, el acceso de las personas con discapacidad a la condición de personal 

docente e investigador (PDI) de la Universidad pública española no está plenamente 

normalizado. Los datos son concluyentes y señalan una infrarrepresentación de la 

discapacidad en este ámbito profesional. 

Seguramente, no se trata de un déficit  normativo: nuestra legislación es bien clara a este 

respecto, y contiene suficientes mandatos a los responsables públicos para remover los 

obstáculos que impidan o dificulten la participación de las personas con discapacidad en 

la vida universitaria. 

Debería bastar, a estos efectos, la invocación de la Disposición adicional vigésimo 

cuarta de la Ley Orgánica de Universidades, cuando contempla la inclusión de las 

personas con discapacidad en las universidades. Sin embargo, la experiencia acumulada 

nos indica claramente que no es suficiente contar con una legislación actualizada para 

que las personas con discapacidad accedan en igualdad de condiciones a la función 

pública docente universitaria. 
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Son necesarias medidas adicionales de acción positiva para que el acceso de las 

personas con discapacidad a este ámbito profesional no resulte, en la práctica, imposible 

o sumamente difícil, sea por prejuicios del entorno, por falta de medios o recursos de 

apoyo, o por prácticas discriminatorias directas o indirectas. 

Advirtamos que el profesorado universitario es un subsector del empleo público, de 

modo que lo que está aquí en juego es el acceso de las personas con discapacidad al 

empleo público. 

No es ocioso recordar que, al ratificar la Convención Internacional de Naciones Unidas 

sobre los derechos de las personas con discapacidad, nuestro país se ha comprometido a 

adoptar las medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, para emplear a 

personas con discapacidad en el sector público (artículo 27.1.g). Señalemos que la 

Convención exige la adopción de medidas pertinentes, no solamente medidas 

legislativas, sino ejecutivas, financieras, organizativas y de cualquier índole similar.  

La consideración del personal docente e investigador de las universidades públicas 

como un subsector del empleo público, nos lleva directamente a la aplicación del 

Estatuto Básico del Empleado Público en el ámbito de las relaciones de empleo en las 

universidades. Las disposiciones de este Estatuto son el punto de partida para intentar 

normalizar el acceso de las personas con discapacidad al empleo público docente e 

investigador universitario. 

  

2. El mandato del Estatuto Básico del Empleado Público 

El Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), aprobado por la Ley 7/2007, de 12 de 

abril, es la norma de cabecera de las relaciones de empleo público, y contiene lo que es 

común al conjunto de los funcionarios de todas las administraciones públicas, además 

las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. 

Promover y garantizar el acceso al empleo público de las personas con discapacidades 

es un mandato legal directamente aplicable a las universidades públicas, sin ningún 

género de duda. El artículo 59 del EBEP es explícito:  

1. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior al siete 

por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas con discapacidad, 

considerando como tales las definidas en el apartado 2 del artículo 1 de la Ley 

51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad, siempre que superen 

los procesos selectivos y acrediten su discapacidad y la compatibilidad con el 
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desempeño de las tareas, de modo que progresivamente se alcance el dos por 

ciento de los efectivos totales en cada Administración Pública. 

La reserva del mínimo del siete por ciento se realizará de manera que, al 

menos, el dos por ciento de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por 

personas que acrediten discapacidad intelectual y el resto de las plazas ofertadas 

lo sea para personas que acrediten cualquier otro tipo de discapacidad. 

2. Cada administración pública adoptará las medidas precisas para 

establecer las adaptaciones y ajustes razonables de tiempos y medios en el 

proceso selectivo y, una vez superado dicho proceso, las adaptaciones en el 

puesto de trabajo a las necesidades de las personas con discapacidad. 

 

Si analizamos este precepto, observamos que el objetivo legal es conseguir que el dos 

por ciento de los efectivos totales en cada administración pública sean personas con 

discapacidad. Para alcanzar este objetivo, la ley dispone que en cada Oferta de Empleo 

Público (OEP) se reserve un cupo no inferior al siete por ciento de las vacantes para ser 

cubiertas entre personas con discapacidad. 

Se ha argumentado en ocasiones que las universidades no seleccionan a su personal 

docente mediante la previa aprobación de ofertas de empleo público, lo cual añadiría un 

factor de dificultad al cumplimiento del cupo de reserva en la oferta de vacantes que 

contempla el art. 59.1 EBEP. 

Sin perjuicio de analizar más adelante este óbice, lo más relevante es ahora afirmar que 

las universidades públicas españolas están obligadas a alcanzar progresivamente que el 

dos por ciento del conjunto de su personal docente e investigador sean personas con 

discapacidad. Este objetivo es aplicable directamente a todas y cada una de las 

universidades públicas, y obliga a adoptar medidas de acción positiva para alcanzarlo. 

Añadiremos para reforzar más aún esta consideración que, en el ámbito empresarial, 

también las empresas sean públicas o privadas, si emplean a 50 o más trabajadores están 

obligadas a que de entre ellos, al menos, el 2 por 100 sean trabajadores con 

discapacidad. Así lo consigna el art. 42 del Texto Refundido de la Ley General de 

Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social. Las empresas 

deben alcanzar esta cuota del dos por ciento, aunque sus mecanismos de selección y 

contratación de personal no utilicen las ofertas globales o agregadas de empleo como 

hacen las administraciones públicas. 

Aquí debemos recordar que esta obligación legal de reservar puestos de trabajo para las 

personas con discapacidad, obligación que comparten las empresas públicas y privadas 

y las administraciones públicas, trae causa directa del artículo 49 de la Constitución. En 
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efecto, la Ley General de Derechos de las Personas con Discapacidad desarrolla el art. 

49 CE, que prevé una batería de políticas para la discapacidad que los poderes públicos 

deben aprobar y que se proyectan en una pluralidad de ámbitos, entre ellos el laboral. Y 

también trae causa del art. 49 de la Constitución las previsiones del art. 59 del EBEP 

relativas a las personas con discapacidad. 

En definitiva, y con independencia de que las universidades contraten a su personal 

docente e investigador mediante convocatorias singulares del tipo puesto a puesto, y no 

mediante ofertas agregadas de empleo público, es indiscutible que la obligación de 

alcanzar un dos por ciento de este empleo para personas con discapacidad les incumbe 

directamente, máxime cuando, según los datos del Informe Universidad y Discapacidad 

2011 de la Fundación Universia y el CERMI, el porcentaje de personal docente e 

investigador con discapacidad en las universidades españolas es sólo del 0,4%. Este 

dato nos alerta de que el colectivo de las personas con discapacidad está claramente 

subrepresentado en el ámbito universitario, y de que el objetivo del dos por ciento no 

podrá alcanzarse sin la adopción de un verdadero plan de choque de medidas de acción 

positiva. 

Queremos resaltar esta idea de que es necesario un verdadero plan de choque en las 

universidades públicas españolas. España fue el primer país del grupo de Europa 

Occidental y el segundo del mundo en ratificar la Convención de Naciones Unidas 

sobre Derechos de las Personas con Discapacidad. Nuestro país recibió el año 2013, de 

manos del Secretario General de Naciones Unidas, el premio Franklin D. Roosevelt 

International Disability Rights, considerado el «Nobel de la Discapacidad». 

No es aceptable en este contexto que la Universidad pública española ofrezca un ratio 

de personal PDI con discapacidad de un 0,4 %, cuando el objetivo que estipula nuestra 

legislación es del 2%. Y tampoco es razonable que la universidad sea el único subsector 

de empleo público donde las personas con discapacidad no cuentan con un cupo de 

plazas reservadas.   

Es urgente recuperar el tiempo perdido, y para ello vamos a enumerar a continuación 

una batería de medidas de acción positiva, para avanzar decididamente en la 

consecución del objetivo de inclusión de personas con discapacidad como personal 

docente e investigador en la Universidad española. 

Pero antes de ello, conviene precisar que las universidades privadas españolas también 

están obligadas a alcanzar el objetivo de que el 2 por ciento de su personal PDI sean 

personas con discapacidad. Ciertamente a estas universidades no les resulta aplicable el 

Estatuto Básico del Empleado Público. Pero sí están sujetas al cumplimiento de la Ley 

Orgánica de Universidades y sus previsiones sobre la inclusión de las personas con 

discapacidad en las universidades. Y también están sujetas al cumplimiento de la Ley 
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General de Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social, cuyo 

texto refundido fue aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de 

noviembre. 

En virtud de lo previsto por la Disposición adicional vigésimo cuarta de la Ley 

Orgánica de Universidades, las universidades privadas deben promover acciones que 

aseguren la igualdad real y efectiva de oportunidades de las personas con discapacidad.   

Y en aplicación de lo previsto por el art. 42 de la Ley General de Derechos de las 

Personas con Discapacidad, deben establecer una cuota de reserva de puestos de trabajo 

para personas con discapacidad, de forma que, al menos, el dos por 100 de su personal 

docente e investigador sean personas con discapacidad. 

En conclusión, muchas de las medidas que vamos a plantear a continuación serían 

aplicables también a las universidades privadas, lógicamente adaptadas a sus 

peculiaridades a la hora de seleccionar y contratar a su personal PDI, pero sin olvidar 

nunca que están obligadas a que un 2% de ese personal sean personas con discapacidad. 

 

 

3. El Programa de Formación del Profesorado Universitario  (FPU) 

El Programa de Formación del Profesorado Universitario (FPU) es la puerta de acceso 

más importante para los futuros profesores universitarios. La integración real y efectiva 

de las personas con discapacidad debería comenzar aquí, con medidas de acción 

positiva destinadas a compensar las desventajas derivadas de la discapacidad. Sin 

embargo, es aquí, en este programa de ayudas FPU, donde nos encontraremos con las 

primeras dificultades. 

La convocatoria 2013 de estas ayudas se aprobó mediante una resolución del 18 de 

noviembre de 2013, de la Secretaría de Estado de Educación, Formación Profesional y 

Universidades, por la que se convocan diversas ayudas para la formación de 

profesorado universitario de los subprogramas de formación y de movilidad dentro del 

Programa Estatal de Promoción del Talento y su Empleabilidad. Esta Resolución puede 

consultarse en el B.O.E. del 21 de noviembre de 2013 y de su lectura se extraen las 

siguientes consideraciones. 

Explícitamente dice el preámbulo de la Resolución que la convocatoria tiene por objeto 

ofrecer ayudas para promover la formación en programas de doctorado de solvencia 

formativa e investigadora para aquellos que deseen orientar su actividad profesional 

hacia la docencia universitaria y la investigación. Una persona con discapacidad que 

desee en efecto orientarse hacia la docencia universitaria y la investigación, debe 



 

53 

acceder a este programa de formación como primer paso de su actividad profesional 

futura. 

Estamos en el ámbito del Plan Estatal de Investigación Científica, Técnica y de 

Innovación, para el periodo 2013-2016, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros 

en su reunión de 1 de febrero de 2013. Se conforma este Plan Estatal como el 

instrumento destinado a desarrollar y financiar las actuaciones de la Administración 

General del Estado en materia de I+D+i y de planificación plurianual, cuyo fin es 

establecer los objetivos, las prioridades y la programación de las políticas a desarrollar 

por la Administración General del Estado en el marco de la Estrategia Española de 

Ciencia y Tecnología. Dicho plan tiene la consideración de plan estratégico de 

subvenciones a los efectos de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones. 

La Resolución de 18 de noviembre de 2013 regula y convoca las diversas ayudas 

oficiales que se conceden por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte para la 

Formación de Profesorado Universitario, en programas de doctorado en cualquier área 

del conocimiento científico. Insistimos en que se trata de la principal vía de acceso para 

los futuros profesores universitarios, y es fundamental que el sector de la discapacidad 

acceda a estas ayudas para su posterior incorporación al sistema de educación superior e 

investigación científica. 

En primer lugar nos encontramos las ayudas para contratos predoctorales de Formación 

de Profesorado Universitario (arts. 16 y ss.). Estas ayudas tendrán por objeto la 

financiación de la modalidad de contratos predoctorales, para la Formación de 

Profesorado Universitario, de conformidad con lo establecido en el Artículo 21 de la 

Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, para la 

realización de la formación doctoral en cualquier área del conocimiento científico y la 

realización de tareas de investigación. 

La concesión de esta beca lleva a formalizar un contrato laboral, ya que el contrato 

predoctoral es un contrato laboral temporal. 

Conforme al artículo 17, se convocan hasta un máximo de 800 ayudas de este tipo, de 

las que hasta un dos por ciento se reservan a estudiantes con una discapacidad igual o 

superior al 50 por ciento, y un máximo de 30 podrán ser concedidas a ciudadanos 

extranjeros no comunitarios en situación de residencia en España. 

En el preámbulo de esta Resolución se justifica esta reserva de plazas en estos términos: 

La convocatoria mantiene, por otra parte, la reserva de plazas para 

estudiantes con una discapacidad igual o superior al cincuenta por ciento, así 

como la obligatoriedad de la formación docente que deben realizar los 
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beneficiarios de estas ayudas, de acuerdo con el perfil profesional del 

profesorado universitario. 

Pues bien, esta reserva del dos por ciento para las personas con discapacidad está muy 

lejos del cupo del cinco por ciento obligatorio en las ofertas de empleo público, reserva 

que consagra el artículo 59 del Estatuto Básico del Empleado Público. Y defendemos 

una reserva de al menos el 5% y no del 7%, pues la del 7%  lleva incorporada la cuota 

de un 2%  para la discapacidad intelectual, que aquí en principio no sería de aplicación. 

Por otra parte, la exigencia de que la discapacidad sea igual o superior a un 50% 

tampoco se ajusta a los vigentes umbrales de nuestra legislación, a la hora de determinar 

a los posibles beneficiarios de las medidas positivas para las personas con discapacidad. 

Realmente, en este tipo de convocatorias de ayudas que realiza el propio Ministerio de 

Educación, en régimen de concurrencia competitiva, con arreglo a principios de 

publicidad y objetividad, para la formación de los futuros doctores y profesores 

universitarios, debería postularse una reserva de plazas para personas con discapacidad 

que sea en todo similar a la consignada con carácter general en el Estatuto Básico del 

Empleado Público, con la excepción de la cuota para personas con discapacidad 

intelectual. 

Hay que tener en cuenta que aunque existe la reserva formal, incluida en el artículo 17.1 

de la convocatoria, que dice:  

 

1. Se convocan hasta un máximo de 800 ayudas, de las que hasta un 2% 

se reservan a estudiantes con una discapacidad igual o superior al 50 por 

ciento y un máximo de 30 podrán ser concedidas a ciudadanos extranjeros 

no comunitarios en situación de residencia en España  

 

nunca se llega a cubrir porque el desarrollo del proceso tal y como está planteado 

actualmente hace imposible otorgar una reserva efectiva de becas para personas con 

discapacidad. 

Después de ser analizada la convocatoria de la subvención, así como las bases y demás 

normas aplicables se puede concluir que tal reserva no existe. Si bien se anuncia la 

existencia de una reserva, no se establece ningún tipo de mecanismo que permita hacer 

efectivo el acceso de las personas con discapacidad a esas ayudas, es más, ni siquiera 

existe un catálogo de las ayudas reservadas donde se pueda saber cuáles son las 

subvenciones reservadas para personas con discapacidad. 
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La no existencia real de reserva se manifiesta en que los aspirantes con discapacidad 

concurren en el procedimiento exactamente igual que el resto de aspirantes, y, en 

ningún momento, se diferencia ni en tramitación, ni en resolución, ni en criterios como 

la nota de corte y su baremación. 

Todo esto se cristaliza en una falta efectiva de reserva alguna de becas para 

discapacidad y en realidad no existe diferencia efectiva entre las personas con 

discapacidad y el resto de aspirantes al pedir la beca. 

Un segundo tipo de ayudas que se convocan son las ayudas para estancias breves en 

otros centros españoles y extranjeros, y las ayudas para traslados temporales a centros 

extranjeros. 

Las estancias breves en otros centros sirven para realizar actividades en laboratorios de 

investigación, para consulta de fondos bibliográficos o documentales de índole diversa, 

para el aprendizaje de nuevas técnicas instrumentales y otros trabajos de campo. 

En cuanto a los traslados temporales, tienen por objeto reforzar la internacionalización 

de la formación científica y capacidad técnica, mediante la incorporación a un centro o 

grupo de investigación relevante en el ámbito internacional y vinculado al campo 

científico, técnico o artístico correspondiente al contenido de la tesis doctoral para la 

que se concedió la beca. 

Las estancias breves tendrán una duración mínima de dos meses y máxima de tres 

debiendo coincidir, salvo excepciones justificadas, con los periodos académicos y/o los 

de actividad ordinaria de los centros de destino. El período de duración del traslado 

temporal será de un mínimo de seis meses y máximo de nueve. 

La Resolución de 18 de noviembre de 2013 convoca 500 ayudas para estancias breves y 

40 ayudas para traslado temporal (art. 45) y no se reserva ninguna de ellas para las 

personas con discapacidad.  

Es cierto que para solicitar la estancia breve, o el traslado temporal, es imprescindible 

ser beneficiario en activo de las ayudas ordinarias del Programa de Formación del 

Profesorado Universitario. Pero no es aceptable que se establezca una cuota de reserva 

para las ayudas ordinarias de FPU y que, a renglón seguido, se suprima esta cuota para 

las siguientes ayudas también competitivas que puedan solicitar las personas con 

discapacidad que están en dicho programa. 

 El sector de la discapacidad no puede considerarse satisfecho con esta solución. Viene 

planteando desde 2009 propuestas para incorporar al sistema de ayudas FPU la 

dimensión inclusiva de la discapacidad. 
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Hay que recordar que en su primera versión, el programa FPU no contaba con ninguna 

medida de acción positiva en favor de las personas con discapacidad. La actual solución 

de una cuota del 2% es una respuesta claramente insuficiente.  

El argumento, a veces esgrimido, de que no habría suficientes candidaturas para cubrir 

un 5% de las plazas ofertadas es inconsistente. En ningún caso se perderían las becas 

por falta de candidatos pues bastaría con incorporar la previsión de que pasen al turno 

general las plazas no cubiertas del turno de discapacidad, como sucede en las ofertas 

públicas de empleo de las distintas administraciones públicas. 

Podemos constatar además, que existe ya una demanda importante de doctorandos con 

discapacidad. Por poner un ejemplo, sólo en la I Convocatoria de becas de doctorado de 

la Fundación ONCE ñOportunidad al talentoò para universitarios con discapacidad, se 

han presentado 68 solicitudes de alumnado matriculado en doctorado en diferentes 

universidades españolas, lo que pone de manifiesto una masa crítica suficiente para 

prestar atención adecuada a la demanda. 

En cuanto a mantener la exigencia de un grado de discapacidad del 50% o superior, los 

argumentos en que se apoya no son realmente consistentes. Parten de la premisa de que 

en la regulación general de las becas y ayudas universitarias al estudio se exige un grado 

de discapacidad más alto que el general para acceder a las medidas reforzadas de apoyo 

ïincrementos de cuantías, etc.- Se añade que, por su mayor grado de discapacidad, esas 

personas lo necesitan más, pero en realidad este argumento esconde la intención de 

rebajar el número de potenciales beneficiarios para que el impacto presupuestario sea 

menor. 

Gracias a la presión del CERMI las ayudas al programa FPU se establecen hoy en un 

umbral del 50% de discapacidad cuando en su primera edición se llegó a exigir un 65%. 

Ello no obstante, las ayudas del programa FPU deberían aplicar el concepto legal de 

persona con discapacidad que recoge el Texto Refundido de la Ley General de derechos 

de las personas con discapacidad y de su inclusión social, es decir, aquellas personas a 

quienes se las haya reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33%. 

Se pueden dar muchos argumentos para sostener esta afirmación. Nos limitaremos a 

citar la exposición de motivos de la propia Resolución ministerial cuando afirma que 

estas ayudas son ñpara aquellos que deseen orientar su actividad profesional hacia la 

docencia universitaria y la investigaciónò. Se trata en definitiva de ayudas de ámbito 

profesional, cuyo objetivo es que se acceda a la función docente e investigadora 

universitaria. Pues bien, si en el ámbito laboral, tanto público como privado, se exige un 

grado del 33% para ser considerada una persona con discapacidad ïa los efectos, por 

ejemplo, de cuota de reserva de puestos de trabajo- no es sostenible que unas ayudas 
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públicas que son la principal vía para acceder en su momento a la función pública 

profesional universitaria exijan una discapacidad del 50%. 

Además, la conexión entre el ámbito laboral y las ayudas del programa FPU es evidente 

ya que, como antes hemos señalado, la concesión de una ayuda FPU significa 

formalizar un contrato de trabajo bajo la modalidad de contrato predoctoral, de duración 

determinada y con dedicación a tiempo completo. 

En conclusión debemos plantear de forma decidida, desde el sector de la discapacidad, 

que la reserva de plazas para personas con discapacidad en todos los programas de 

formación de profesorado universitario (FPU) debe establecerse en un cupo de reserva 

del 5% de dichas plazas, similar al cupo que consagra el vigente Estatuto Básico del 

Empleado Público. Igualmente, a la hora de determinar a los posibles beneficiarios de 

estas medidas positivas para las personas con discapacidad, debe utilizarse el umbral 

vigente de un grado del 33%, sin que sea razonable exigir un grado superior de 

discapacidad para acceder a las ayudas FPU. 

Nuestro análisis se ha centrado en las ayudas FPU que convoca y concede el Gobierno 

de la Nación. Existen también ayudas o becas para la formación de profesorado 

universitario que otorgan las comunidades autónomas o las universidades, con cargo a 

sus presupuestos. También en estas convocatorias, que son públicas y en régimen 

competitivo, deben establecerse iguales cupos de reserva para las personas con 

discapacidad que las que postulamos para las ayudas FPU estatales. 

También hay que destacar que en peor situación están las becas FPI que convoca el 

Ministerio de Economía y Competitividad para personal investigador, donde no existen 

ni reservas, ni mención alguna a las personas con discapacidad. Ni en los programas de 

formación postdoctoral para la contratación laboral de doctores por los centros de 

I+D+I, ni en los contratos predoctorales ñSevero Ochoaò, ni en ninguna otra beca 

otorgada por este Ministerio, como las Ramón y Cajal o las Juan de la Cierva, existe 

medida alguna que favorezca o garantice la presencia de universitarios con 

discapacidad. 

 

 

 

 

4. La contratación de Profesores Asociados 
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La contratación de profesores asociados no requiere que el candidato seleccionado haya 

sido acreditado ni evaluado previamente por la ANECA. 

La contratación de profesoras y profesores asociados se realiza por las universidades 

con especialistas de reconocida competencia que acrediten ejercer su actividad 

profesional fuera del ámbito académico universitario. 

La finalidad del contrato es la de desarrollar tareas docentes a través de las cuales 

aporten sus conocimientos y experiencia profesionales a la universidad. 

La contratación de estos profesores tiene carácter temporal y con dedicación a tiempo 

parcial. La duración del contrato será trimestral, semestral o anual, y se podrá renovar 

por períodos de igual duración, siempre que se siga acreditando el ejercicio de la 

actividad profesional fuera del ámbito académico universitario. 

Las universidades convocan periódicamente concursos públicos para la provisión de 

plazas de profesor asociado. En estos concursos debería valorarse la circunstancia de 

que el candidato ejerza su actividad profesional fuera de la Universidad ocupando una 

plaza del cupo de reserva para discapacitados. 

La reflexión sería la siguiente. Las administraciones públicas, por ejemplo, reservan un 

cupo de sus vacantes para personas con discapacidad. Posteriormente las universidades 

desean contratar a determinados especialistas procedentes de la administración pública 

para que aporten a la Universidad sus conocimientos. Sin embargo, las universidades no 

reservan en sus convocatorias de profesores asociados cupos para las personas con 

discapacidad, las cuales sí han podido disfrutar de estas medidas de acción positiva en 

su acceso al empleo público. 

Esta situación asimétrica debe ser advertida y corregida desde el ámbito universitario. 

Dentro del plan de choque de medidas de acción positiva al que nos hemos referido, la 

contratación de profesores asociados debe reconsiderarse, para que las convocatorias 

públicas valoren la situación de discapacidad del profesional experto que concurre a 

ellas. 

 

 

 

5. La representación de la discapacidad en la ANECA 

Un tema de importancia capital, vinculado con el acceso de las personas con 

discapacidad al profesorado universitario, se refiere al papel de la ANECA, es decir, de 

la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación. 



 

59 

Corresponden a la ANECA las funciones de acreditación y evaluación del profesorado 

universitario, lo cual significa que esta Agencia Nacional ha de jugar un papel relevante 

en las medidas de acción positiva que preconizamos. 

La Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación (ANECA) es una 

fundación estatal que tiene como objetivo contribuir a la mejora de la calidad del 

sistema de educación superior mediante la evaluación, certificación y acreditación de 

enseñanzas, profesorado e instituciones. 

En los términos de la Ley Orgánica de Universidades, corresponderán al Organismo 

público Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación (ANECA), las 

funciones de acreditación y evaluación del profesorado universitario, de evaluación de 

titulaciones universitarias, mejora de la calidad, seguimiento de resultados e informe en 

el ámbito universitario, y cualquier otra que les atribuya la Ley. 

La primera medida a considerar es que debería acordarse que en el Patronato de 

ANECA, que es el órgano colegiado de gobierno y representación de la Fundación, se 

integre un patrono en representación del sector de la discapacidad. 

Disponen los vigentes Estatutos que en el patronato deben estar convenientemente 

representados los actores que, desde los distintos ámbitos académicos, científicos, 

económicos y sociales, configuran e impulsan el sistema universitario español. Pues 

bien, si se quiere que la Universidad española integre realmente a las personas con 

discapacidad, hay que comenzar dando voz y voto al sector de la discapacidad en el 

Patronato de la Fundación ANECA. 

En su labor de evaluar, certificar y acreditar las enseñanzas, profesorado e instituciones, 

la discapacidad debe estar representada en la ANECA, para velar por el cumplimiento 

real y efectivo de lo dispuesto por la Disposición adicional vigésimo cuarta de la Ley 

Orgánica de Universidades, cuando contempla la inclusión de las personas con 

discapacidad en las universidades. 

 

 

6.  Participación de la discapacidad en las Comisiones de Acreditación 

Como hemos señalado, la colaboración de la ANECA es crucial para llevar adelante el 

plan de choque de medidas de acción positiva que consigan alcanzar progresivamente el 

dos por ciento de personas con discapacidad en el personal PDI de las universidades 

públicas españolas. 
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La ANECA evalúa el perfil de los solicitantes para el acceso a los cuerpos de 

funcionarios docentes universitarios (Profesores titulares de Universidad y Catedráticos 

de Universidad) a efectos de su acreditación nacional. 

Además, la ANECA evalúa la actividad docente e investigadora y la formación 

académica de los solicitantes para el acceso a las figuras de profesor universitario 

contratado, que son las de profesor contratado doctor y la de profesor ayudante doctor 

(Programa de Evaluación del Profesorado, PEP).  

En relación con la acreditación nacional, la Ley Orgánica 6/2001 de Universidades 

dispone que, para el acceso a los cuerpos de funcionarios docentes universitarios, se 

exigirá la previa obtención de una acreditación nacional que, valorando los méritos y 

competencias de los aspirantes, garantice la calidad en la selección del profesorado 

funcionario (artículo 57). 

A diferencia del sistema general de acceso a los cuerpos de funcionarios de las 

administraciones públicas, que es la oposición, el acceso a los cuerpos de funcionarios 

docentes universitarios exige la previa obtención de esta acreditación nacional, la cual 

es otorgada por las Comisiones de acreditación contempladas por el Real Decreto 

1312/2007, de 5 de octubre, que desarrolla el procedimiento para obtener la acreditación 

nacional establecido por el artículo 57 de la Ley Orgánica de Universidades. 

Pues bien, el artículo 57.2 de la Ley Orgánica de Universidades contempla la 

composición de estas Comisiones en estos términos: 

 

La acreditación será llevada a cabo mediante el examen y juicio sobre 

la documentación presentada por los solicitantes, por comisiones compuestas 

por al menos siete profesoras y profesores de reconocido prestigio docente e 

investigador contrastado pertenecientes a los cuerpos de funcionarios 

docentes universitarios. 

 

Junto a estos profesores universitarios, se permite que se integren en las Comisiones de 

Acreditación otras personas expertas: 

 

Igualmente, tengan o no una relación de servicios con la Universidad y con 

independencia del tipo de relación, podrán formar parte de estas comisiones 

expertos españoles, así como hasta un máximo de dos expertos nacionales de 

otros Estados Miembros de la Unión Europea o extranjeros. Estos expertos 
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deberán poder ser considerados profesionales de reconocido prestigio 

científico o técnico. 

 

Nada obsta a que, en este cupo de expertos españoles, se reserve una plaza para 

proveerse con un experto en representación de las asociaciones de personas con 

discapacidad.  

Podría así plantearse que, dada la infrarrepresentación de las personas con discapacidad 

en el ámbito del profesorado universitario, las Comisiones de Acreditación deberían 

contar con un experto en materia de integración de personas con discapacidad, de forma 

estable y a título de experto en políticas de inclusión. 

Esta pretensión no es excesiva en absoluto. Hay que decir que, desde la reforma de la 

Ley Orgánica de Universidades operada en el año 2011, es preceptivo que la 

composición de estas Comisiones sea equilibrada entre mujeres y hombres, salvo que no 

sea posible por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas. 

Esta exigencia de composición equilibrada entre mujeres y hombres se ha trasladado 

también a su reglamento, aprobado por el Real Decreto 1312/2007, de 5 de octubre (art. 

6.3). 

Pues bien, si el principio de igualdad entre hombres y mujeres se ha plasmado en la 

composición de las Comisiones de acreditación, el principio de plena inclusión de las 

personas con discapacidad justificaría la presencia de expertos en acción positiva en 

materia de inclusión en dichas Comisiones. 

No se requiere ninguna reforma legal para llevar a cabo esta iniciativa. Ya hemos dicho 

que la vigente dicción del art. 57.2.2º permite que se integren expertos en las 

Comisiones, incluso aunque no tengan una relación de servicios con la universidad y 

con independencia del tipo de relación. 

Sería suficiente con incluir esta previsión en el Real Decreto 1312/2007, de 5 de 

octubre, que desarrolla el procedimiento para obtener la acreditación nacional para el 

acceso a los cuerpos docentes universitarios. 

Dado que el Ministerio trabaja actualmente en una reforma de este real decreto, con el 

objetivo de mejorar los procedimientos de acreditación del profesorado universitario, 

estamos en un momento oportuno para solicitar de las autoridades ministeriales que en 

las Comisiones de acreditación la discapacidad esté representada mediante un experto 

universitario en políticas inclusivas que participe en los procedimientos de acreditación. 

Lo planteado para las Comisiones de acreditación puede y debe aplicarse también a los 

Comités de Evaluación del Programa de Evaluación del Profesorado para la 
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contratación (PEP). Como hemos señalado, la evaluación positiva es necesaria para el 

acceso a las figuras de profesor universitario contratado. Estos Comités son grupos de 

expertos nombrados por ANECA para evaluar colegiadamente las solicitudes de 

evaluación de profesorado para la contratación. Actualmente son cinco: Comité de  

Ciencias Experimentales, Comité de Ciencias de la Salud, Comité de Ciencias Sociales 

y Jurídicas, Comité de Enseñanzas Técnicas, y Comité de Humanidades. En todos ellos 

la discapacidad debería estar representada mediante un experto universitario en políticas 

inclusivas que participe en los procedimientos de evaluación. 

La participación de la discapacidad en las comisiones de acreditación y comités de 

evaluación, participación que aquí postulamos, tiene precedentes en el ámbito de las 

administraciones públicas, concretamente en los procesos de selección de personal 

funcionario de carrera. Podemos comprobarlo en el Real Decreto 228/2014, de 4 de 

abril, que aprueba la oferta de empleo público para 2014. Su art. 3.10, al regular la 

composición de los órganos de selección, dispone que se promueva la participación en 

tribunales y órganos de selección de personas con discapacidad en aquellos procesos en 

los que exista turno de reserva para este colectivo. 

Además de estas consideraciones hacia la ANECA, también habría que tener en cuenta 

que  la evaluación que realiza la ANECA del profesorado universitario debería tener en 

cuenta las habilidades y competencias que ya está adquiriendo el profesorado 

universitario en materia de discapacidad y accesibilidad y diseño para todas las 

personas. En esta línea, es necesario que la ANECA contemple dentro del apartado de la 

docencia un parámetro específico relacionado con la discapacidad y la accesibilidad y el 

ñdiseño para todosò que permita que los  profesores también puedan ser  evaluados por 

las actividades que realicen en este ámbito. 

En este sentido habría que incluir entre los criterios establecidos por la ANECA para la 

evaluación de profesorado un criterio específico sobre discapacidad y accesibilidad y 

"diseño para todas las personas" en el que se integren  las actividades formativas que el 

profesorado haya realizado en este ámbito.  

 

7. Consideración y valoración de la discapacidad en los concursos públicos. 

Tanto la contratación de personal docente e investigador en régimen laboral (art. 48.3 

LOU) como el acceso a plazas de los cuerpos docentes universitarios (art. 62 LOU) se 

realiza por concurso público, según dispone la Ley Orgánica de Universidades. 

Dentro del plan de choque de medidas de acción positiva, debemos plantearnos que, en 

todo caso, la persona aspirante con discapacidad debería disponer de una puntuación 

adicional, la cual tendrá que especificarse previamente en las normas de baremación de 
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las plazas convocadas, y que debería oscilar entre el 5% y el 10% del total de 

puntuación del baremo. 

La valoración de la discapacidad es lógicamente una valoración meritoria de las 

circunstancias personales. No es usual entre nosotros que los concursos de méritos para 

el acceso al empleo público valoren estas circunstancias personales. La técnica de 

reservar un cupo de las vacantes ofertadas para las personas con discapacidad ha sido la 

medida de acción positiva preferida. 

Sin embargo, comienzan a darse pasos en esta línea de puntuar como méritos 

determinadas circunstancias personales que han podido influir  como una desventaja en 

la trayectoria profesional del candidato. Al  calificarlos como méritos, se consigue 

equilibrar su influencia, y ello permite una valoración más objetiva del candidato o 

candidata. 

Así, y a título de ejemplo, consideremos el concurso-oposición para el ingreso en el 

Cuerpo de Letrados del Consejo General del Poder Judicial. Ha sido aprobado por un 

Acuerdo de 29 de mayo de 2014, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial 

(BOE del 9 de julio de 2014). 

En este concurso-oposición, la ñconciliación e igualdadò se puntúan como mérito, al 

igual que se puntúan los méritos académicos, la actividad profesional o los escritos y 

publicaciones.  

Concretamente, se valorarán de la siguiente manera, conforme al tenor literal del 

Acuerdo del Consejo general del Poder Judicial: 

 

Méritos referidos a la igualdad y conciliación de la vida personal, familiar y 

laboral: se valorarán con un máximo de 5 puntos las siguientes situaciones: 

a) El cuidado de hijos dentro de los cinco años anteriores a la 

convocatoria de las pruebas, ya lo sean por naturaleza como por adopción o 

acogimiento permanente o preadoptivo, siempre que tengan menos de doce 

años, se valorará con 0,5 puntos por año; si son varios los hijos se 

incrementa 0,2 puntos por cada año de cuidado del segundo o sucesivo hijo. 

b) El cuidado, dentro de los cinco años anteriores a la convocatoria de 

las pruebas, de un familiar de hasta el segundo grado inclusive de 

consanguinidad o afinidad siempre que, por razones de edad, accidente, 

enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí mismo y no desempeñe 

actividad retribuida, se valorará con 0,3 puntos por año; si son varios los 
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familiares, se incrementa 0,1 puntos por cada año de cuidado del segundo o 

sucesivo familiar. 

 

En este concurso-oposición, el Consejo General del Poder Judicial valora una 

circunstancia personal en función de quedar afectada la igualdad y la conciliación de la 

vida personal, familiar y laboral. 

Pues bien, la valoración de la circunstancia de discapacidad puede y debe ser 

considerada de similar manera. La situación de discapacidad es una condición objetiva 

que afecta como una evidente desventaja inicial en la trayectoria académica y 

profesional del candidato, al igual que afecta la conciliación de la vida personal y 

laboral, y así lo reconoce y valora el Poder Judicial español a la hora de seleccionar  a 

su cuerpo de letrados. 

Razonablemente, para valorar la situación de discapacidad en los concursos en el 

ámbito universitario, sería muy oportuno que la ANECA aprobara con carácter previo 

las normas de valoración a las que deberían atenerse las universidades en este tema. 

Esto nos devuelve a lo que antes planteamos, es decir, a la necesidad de que la 

discapacidad esté representada en la propia ANECA, tanto en su patronato, como en las 

Comisiones y Comités que acreditan o evalúan al profesorado.  

8.  Hacia una reserva de plazas PDI en las universidades públicas como objetivo 

del sector de la discapacidad 

Las medidas que hemos desarrollado hasta aquí pueden ser eficaces para incrementar 

progresivamente el porcentaje de personas con discapacidad que acceden a la condición 

de personal docente e investigador de las Universidades públicas. 

Sin perjuicio de ello, la medida de acción positiva por excelencia es, sin duda, la reserva 

de un cupo de plazas para personas con discapacidad también en el ámbito de la 

docencia universitaria. 

Recalcamos lo de ñtambiénò porque se trata en definitiva de que la Universidad se 

atenga al Estatuto Básico del Empleado Público y respete sus previsiones. No es 

razonable ni sostenible que el único ámbito o subsector del empleo público, sea estatal, 

autonómico o local, que el único reducto donde las personas con discapacidad no 

cuentan con una reserva de plazas, sea precisamente la Universidad, máxime cuando la 

integración de las personas con discapacidad es un mandato constitucional solemne, 

desarrollado en la Ley General de derechos de las personas con discapacidad, y también 

en las previsiones que se contienen para este colectivo en normas como la Ley Orgánica 

de Universidades o el Estatuto Básico del Empleado Público y la Ley General de 

Derechos de las Personas con Discapacidad y su Inclusión Social. 
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Es muy importante tener en cuenta que el mandato constitucional y las regulaciones 

legales que lo desarrollan, relativos a las personas con discapacidad, han dejado 

meridianamente bien definido que uno de los objetivos esenciales de la inclusión social 

es a través del empleo. Lo realmente significativo es que se generen oportunidades 

ciertas de empleo para este colectivo tanto en el sector público como privado. Y una vez 

definido el objetivo, es decir, el òqu®ò, será más fácil coincidir en la importancia de 

determinar el ñcómoò, que es la parte operativa o instrumental para conseguir la 

finalidad social. Y en este ámbito universitario debemos descartar de plano que, por 

dificultades derivadas de la determinación del ñcómoò se enerve, hasta hacerlo 

desaparecer, el cumplimiento de la obligación material. Nos conduciría al absurdo una 

interpretación en la que el instrumento o medio de cumplimiento de una obligación 

prevalecía sobre el cumplimiento de la obligación misma. Por ello, teniendo en cuenta 

que uno de los mecanismos de materialización práctica del empleo para personas con 

discapacidad es a través de las cuotas de reserva, concebidas como una garantía de 

mínimos en favor de este colectivo, es preciso que en el ámbito de la Universidad 

pública se hagan los esfuerzos necesarios para que, más allá de las dificultades de la 

aplicación de la fórmula de las ofertas públicas de empleo, se encuentren los 

mecanismos adecuados que hagan posible el cumplimiento de la cuota de reserva en 

favor de personas con discapacidad. 

Recordemos la dicción del EBEP: ñEn las ofertas de empleo público se reservará un 

cupo no inferior al siete por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas con 

discapacidadò. 

Si bien las universidades no aprueban una oferta de empleo público docente con 

carácter previo a la convocatoria de plazas, como sí hacen las administraciones 

públicas, es evidente que se puede hacer un esfuerzo para alcanzar este objetivo de 

reservar un cupo a las personas con discapacidad. 

Razonablemente, cada Universidad sí puede hacer una previsión anual de las plazas de 

los cuerpos docentes universitarios que podrá convocar a lo largo del ejercicio, y de los 

efectivos de personal docente e investigador que podrá contratar. Cuando se aprueban 

las dotaciones presupuestarias de personal PDI de una universidad, por ejemplo, ello 

exige haber realizado una planificación previa en materia de recursos humanos PDI. 

Esta planificación de recursos humanos es materialmente la oferta de empleo como 

personal PDI que esa universidad convocará a lo largo del año. 

Conforme a la art. 70 del EBEP, en una oferta de empleo público, como instrumento de 

gestión de la provisión de las necesidades de personal, se recogen las necesidades de 

recursos humanos, con asignación presupuestaria, que deban proveerse mediante la 

incorporación de personal de nuevo ingreso. 
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A partir de esta estimación, la universidad, sus órganos de gobierno, deberían hacer un 

esfuerzo para identificar un cupo de un 5 % de entre las plazas que serán convocadas, y 

las plazas que conformen ese 5% deberían ser reservadas a candidatos con discapacidad. 

Ciertamente, las plazas no son homogéneas, por eso corresponderá a cada universidad 

determinar qué plazas en concreto integrarán el cupo del 5 % reservado a la 

discapacidad. 

Para tomar esta decisión, la Universidad cuenta con una ventaja, que es precisamente el 

sistema de previa acreditación del candidato para poder acceder a los cuerpos docentes, 

o de su previa evaluación positiva para poder ser contratado. A través de este 

mecanismo, el sistema universitario puede saber con antelación cuántas personas con 

discapacidad han sido acreditadas por la ANECA, o cuántas personas con discapacidad 

han sido positivamente evaluadas por la ANECA para poder ser contratadas como 

personal PDI. 

El sistema de previa acreditación y evaluación de la ANECA nos permite realizar un 

cupo de reserva que pudiéramos calificar como un cupo determinado de forma inversa, 

donde las concretas plazas que van a ser reservadas a personas con discapacidad se 

determinarían en función de las personas con discapacidad que cuentan ya con la 

acreditación o evaluación positiva por parte de la ANECA. 

Esta iniciativa de reserva de un cupo de plazas PDI a la discapacidad, iniciativa que no 

requiere de ninguna modificación legal pues consiste simplemente en aplicar el EBEP, 

no debiera posponerse en el tiempo. 

Lo decimos porque en el Proyecto de Presupuestos Generales del Estado para 2015 se 

ha incluido el permitir a las universidades una tasa de reposición de efectivos de hasta 

un máximo del 50 por ciento para catedráticos y titulares de universidades. Es una 

buena noticia si consideramos que la regla general para 2015 será que no se incorpore 

nuevo personal en ningún ámbito del sector público. Esta tasa de reposición se aplicará 

tanto a las universidades dependientes de las CC. AA. como a las estatales (UNED).  

Razonablemente, la incorporación de nuevo personal PDI sucederá allí donde sea 

deficitario la ratio entre profesores y alumnos. Pues bien, el próximo ejercicio 2015, en 

el que se permitirá a las universidades convocar concursos para el acceso a plazas de los 

cuerpos docentes universitarios, debiera ser el inicio de una nueva etapa, reservando a 

las personas con discapacidad un 5% de esas plazas.  

Con ello, la Universidad no haría más que equipararse a lo que ya se hace para 

seleccionar personal investigador con destino en el Consejo Superior de Investigaciones 

Científicas (CSIC) y en los demás Organismos Públicos de Investigación (OPIS). 
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Así, por ejemplo, en el B.O.E. de 4 septiembre de 2014 encontramos la Orden 

ECC/1576/2014 que convoca un proceso selectivo para ingreso, por el sistema general 

de acceso libre, en la Escala de Científicos Titulares de los Organismos Públicos de 

Investigación. Los aspirantes deberán tener título de doctor. Se convocan 35 plazas, de 

las cuales se reservan 3 plazas para quienes tengan la condición legal de personas con 

discapacidad con un grado igual o superior al 33 %. Estas 3 plazas para personas con 

discapacidad corresponden al Consejo Superior de Investigaciones Científicas, y 

quienes participen en el proceso selectivo por este cupo podrán concurrir por cualquiera 

de las especialidades indicadas para las plazas convocadas para el CSIC por el turno 

general. 

También se han convocado otras 19 plazas para esta misma Escala de Científicos 

Titulares de Organismos Públicos de Investigación, en su modalidad de acceso por 

promoción interna, de las cuales una plaza se reserva para personas con discapacidad 

(Orden ECC/1577/2014, de 31 de julio). 

Podemos citar también la Escala de Investigadores Científicos de los Organismos 

Públicos de Investigación. Los aspirantes han de poseer igualmente el título de doctor. 

En este año 2014 se han convocado 44 plazas para ingresar en esta escala de 

investigadores, de las cuales se reservan dos plazas para personas con discapacidad 

(Orden ECC/1578/2014, de 31 de julio). 

Igualmente está la Escala de Profesores de Investigación de los Organismos Públicos de 

Investigación, en la cual se han convocado 19 plazas este año 2014, reservando una 

plaza en el CSIC para quienes tengan la condición legal de personas con discapacidad 

con un grado igual o superior al 33 % (Orden ECC/1579/2014, de 31 de julio). 

En conclusión, si es una práctica normalizada reservar plazas para personas con 

discapacidad en estos cuerpos de científicos e investigadores, no es sostenible que las 

universidades públicas españolas no hagan lo mismo para seleccionar a su personal PDI. 

El sector de la discapacidad considera que, mientras no se establezca este cupo de 

reserva, se está incumpliendo el mandato de la propia Ley Orgánica de Universidades, 

relativo a la inclusión de las personas con discapacidad en las universidades, así como 

los mandatos, en este mismo sentido, de la Ley General de derechos de las personas con 

discapacidad y de su inclusión social. 

Es de justicia reconocer la gran sensibilidad y el esfuerzo que la Conferencia de 

Rectores de las Universidades Españolas (CRUE) viene desarrollando en estos últimos 

tiempos. Por ello, jugaría un papel muy determinante la CRUE, si adoptara un acuerdo, 

en su seno, que establezca algunas orientaciones, criterios o mecanismos que dieran luz, 

de una manera razonablemente uniforme, al conjunto de las universidades para que 

estas aplicaran los mandatos del ordenamiento jurídico especializado en esta materia, 
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tendentes a facilitar la inclusión laboral de las personas con discapacidad como PDI de 

dichas universidades. 

 

 

 

 

 

9.   Especial consideración de la UNED 

Finalmente, debemos hacer una reflexión especial acerca de la Universidad Nacional de 

Educación a Distancia (UNED). 

Se trata de la universidad más grande de España, con más de 260.000 estudiantes en 

estos momentos, y que depende directamente del Gobierno de la Nación a través del 

Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.   

La UNED tiene carácter no presencial y, conforme a lo que manifiesta su propia carta 

de presentación, garantizar la igualdad de oportunidades es uno de los objetivos 

explícitos de esta universidad. La UNED ha posibilitado el acceso a los estudios 

superiores a personas que no habrían podido conseguirlo por razones de renta, por su 

lugar de residencia o por cualquier otra dificultad. 

Remover las dificultades que pueden tener muchas personas para acceder a los estudios 

universitarios es una de las señas de identidad de la UNED, que desde su creación en el 

año 1972 cuenta ya con más de un millón de antiguos alumnos.   

Pues bien, este principio constitutivo de la UNED, consistente en garantizar la igualdad 

de oportunidades, debería proyectarse también en la conformación de su propio 

profesorado, a la hora de que puedan integrarse en él las personas con discapacidad. 

La UNED cuenta actualmente con 7.154 profesores tutores y además con unos efectivos 

de personal docente e investigador (PDI) que alcanzan las 1.496 personas. Las políticas 

de igualdad de oportunidades no deben circunscribirse únicamente al ámbito del acceso 

de los estudiantes con discapacidad a los estudios universitarios. El principio de no 

discriminación y de igualdad real debe alcanzar también al ámbito del personal docente 

e investigador de la UNED. 

La UNED está muy lejos del objetivo de que un 2% de sus efectivos totales de Personal 

Docente e Investigador sean personas con discapacidad. Esta situación no es razonable 

para una universidad que tiene un alto nivel de compromiso en materia de 
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responsabilidad social, y en materia de fomento de una sociedad basada en valores 

igualitarios. La integración real y efectiva de personas con discapacidad en su 

profesorado debiera ser un criterio estratégico en la organización de esta universidad 

como lo es ya, por ejemplo, el principio de igualdad de género, máxime cuando la 

modalidad de enseñanza que brinda la UNED, no presencial, con una amplia utilización 

de las Tecnologías de la Información y la Comunicación, ofrece unas óptimas 

condiciones para la integración de profesorado con discapacidad. En efecto, las nuevas 

tecnologías de la enseñanza, en las cuales la UNED es lógicamente pionera, permiten 

realizar las adaptaciones y los ajustes que eventualmente pueda necesitar una persona 

con discapacidad para realizar sus funciones docentes de forma óptima.  

Por ello es fundamental que la UNED realice un informe de diagnóstico sobre el grado 

de cumplimiento del principio de integración de personas con discapacidad en el 

personal docente e investigador de la propia UNED. A partir del diagnóstico y de las 

conclusiones que se obtengan de este informe, la UNED debería aprobar unas 

propuestas de mejora y estrategias de futuro que le permitan alcanzar el objetivo de que 

un dos por ciento de sus efectivos totales de personal docente e investigador sean 

personas con discapacidad. 

El principio de integración de personas con discapacidad en su profesorado debiera ser 

un objetivo estratégico de la UNED y de su política corporativa y de recursos humanos. 

Más aún, debería asumir una posición de liderazgo en esta materia dentro del sistema 

universitario español. Así lo defendemos, en razón de tres consideraciones. En primer 

lugar, por ser la mayor universidad española. En segundo lugar, porque la UNED tiene 

un compromiso fundacional con el principio de igualdad de oportunidades y el fomento 

de una sociedad inclusiva. En tercer lugar, porque la amplia utilización de las nuevas 

tecnologías que se lleva a cabo en la enseñanza impartida por la UNED favorece 

objetivamente la integración de las personas con discapacidad en su profesorado. 

10.   Conclusiones y valoración 

Debe rellenarse pronto la laguna existente en las universidades españolas en materia de 

creación de empleo para personas con discapacidad y, especialmente, en cuanto al 

personal docente e investigador. El mandato del artículo 49 de la Constitución 

desarrollado, con carácter general, por la Ley General de derechos de las personas con 

discapacidad y su inclusión social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2013; y, 

específicamente, por la Ley Orgánica de Universidades y el Estatuto Básico del 

Empleado Público, exigen que las universidades españolas, y singularmente las 

públicas, asuman su cumplimiento y adopten las medidas precisas para su 

materialización efectiva. La inclusión de las personas con discapacidad como personal 

docente e investigador en las universidades públicas españolas es un objetivo 
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irrenunciable para el sector de la discapacidad, representado por el Comité Español de 

Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI). 

El actual ratio de inclusión de un 0,4 %, cuando nuestra legislación ha establecido un 

ratio de un 2 %, significa que la Universidad no ha realizado ni siquiera la cuarta parte 

del esfuerzo que le corresponde para incluir a las personas con discapacidad. 

El mandato del art. 59 del Estatuto Básico del Empleado Público debe ser aceptado y 

cumplido por las universidades, al igual que lo hace el conjunto de todas las 

administraciones públicas españolas, al igual que, el conjunto de las empresas, están 

obligadas las empresas españolas en virtud de la Ley General de derechos de las 

personas con discapacidad que, por cierto, también vincula y obliga a las universidades 

como empleadores. 

Es urgente, en primer lugar, que la comunidad universitaria reflexione y sea consciente 

de la situación actual, consistente en que no hay una verdadera igualdad de 

oportunidades, entendida como la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, 

por motivo de o por razón de discapacidad. Y, en segundo lugar, que acepte la absoluta 

necesidad de un plan de choque de medidas de acción positiva para la inclusión de las 

personas con discapacidad como personal PDI. 

Hemos enumerado una batería de medidas que integrarían ese plan inclusivo. 

Ciertamente, otras medidas podrán añadirse a las aquí expuestas que persiguen la 

finalidad de avivar un debate que puede basarse inicialmente en aquellas, para 

mejorarlas y potenciarlas, después.  

El Programa de Formación del Profesorado Universitario es la puerta de acceso inicial a 

la docencia e investigación universitaria. Las personas con discapacidad deben gozar en 

este programa de la misma reserva de plazas que contempla el EBEP. 

También resultan imprescindibles acciones positivas para el acceso a los programas de 

formación del personal investigador, y las becas de excelencia como las Ramón y Cajal, 

Juan de la Cierva, Severo Ochoa, etc. 

En la contratación de profesores asociados debe valorarse la discapacidad del 

profesional experto que concurra a la convocatoria. 

La ANECA debe ser un motor activo en la inclusión de personas con discapacidad 

como personal PDI en la Universidad española. Para ello es urgente que la discapacidad 

esté representada en la ANECA, en su máximo órgano de gobierno que es su patronato 

y la investigación y publicaciones en materia de discapacidad sea también tenida en 

cuenta en los criterios de valoración de la ANECA. 
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En las comisiones de acreditación y en los comités de evaluación, deben participar 

expertos en materia de integración de personas con discapacidad. La Universidad no 

puede negarse a algo que ya hace la Administración General del Estado, como es 

promover que personas con discapacidad formen parte de los órganos de selección y 

tribunales de oposiciones. 

Hay que avanzar en la línea de considerar y valorar como un mérito la situación de 

discapacidad, en todos los concursos públicos para acceder a plazas de los cuerpos 

docentes universitarios, o en los concursos para la contratación de personal PDI en 

régimen laboral. 

La reserva de plazas PDI en las universidades públicas es un objetivo del sector de la 

discapacidad. Debemos exigir el cumplimiento de la legislación específica antes citada. 

La reserva de plazas para las personas con discapacidad es la principal y más eficaz 

medida de acción positiva. A tal fin, nos hemos permitido el atrevimiento de plantear 

una serie de ideas o criterios para afrontar el problema de su operativización que, 

principalmente, son las siguientes: 

 El objetivo primordial es la inclusión laboral de personas con discapacidad 

como PDI en las universidades, concretándolo en la reserva del 2% de las 

plazas. 

 El mecanismo de la ñOferta pública de empleoò debe ser sustituido por otro 

que se adecue a las características de la comunidad universitaria pero que 

cumpla, en todo caso, de manera efectiva este objetivo y obligación legal. 

 La dificultad en la determinación del mecanismo o medio operativo no 

justifica que se cumpla el objetivo, al que las leyes obligan y la sociedad 

demanda. 

 La Universidad puede hacer sus previsiones, al respecto, en el momento de 

la planificación del curso, o del ejercicio anual, a través de sus presupuestos 

o planificación de recursos humanos necesarios. 

 A partir de dicha planificación, la Universidad puede hacer una estimación 

de cuántas plazas PDI necesita y de cuántas va a poder contar, realmente, en 

virtud de las restricciones de cobertura de vacantes. 
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 Dicha estimación de plazas permitirá determinar el número de ellas que 

quedarán reservadas para personas con discapacidad, en cumplimiento de la 

cuota de reserva del 5 %, hasta alcanzar un 2 % del total del personal PDI. 

 Posteriormente, la Universidad podrá asignar el número de plazas reservadas 

en función de dos criterios orientativos. En primer lugar, en qué áreas de 

conocimiento, centros universitarios y departamentos, es preciso reforzar el 

personal PDI en atención a sus propios criterios sobre déficit  de profesorado 

en los ratios alumnos/profesor. Y, en segundo lugar, podrá disponer de una 

primera información sobre posibles aspirantes con discapacidad, y su 

adecuación a las plazas concretas a cubrir, en atención a los profesores con 

discapacidad pertenecientes a la propia universidad, y, en su caso, a las 

restantes y, sobre todo, al número de doctores con discapacidad acreditados 

en la ANECA. 

  No se precisaría de modificación legal alguna más allá de las necesarias 

decisiones adoptadas, a tal fin, por los órganos estatutarios competentes de 

cada universidad que aprobarían los criterios y procedimientos para la 

reserva de plazas de personal PDI para personas con discapacidad. 

El horizonte recobra alguna esperanza a la vista de las previsiones contenidas en el 

Proyecto de Ley de Presupuestos Generales para 2015, que autoriza a incrementar hasta 

el 50% la tasa de reposición de plazas de catedráticos y titulares y también de 

contratados doctores. Consideramos también que, dentro del sistema universitario 

español, la UNED debería asumir una activa posición de liderazgo en este esfuerzo de 

incluir a las personas con discapacidad entre el personal docente e investigador de la 

universidad. 

Por último, la CRUE, como órgano rector de las universidades españolas debería 

promover un reglamento de medidas de acción positiva para el acceso y apoyo al 

personal docente e investigador con discapacidad en las universidades españolas, para 

hacer efectiva entre otras cosas, la normativa relativa los principios y previsiones que 

las universidades deben adoptar en materia de inclusión de las personas con 

discapacidad en las universidades, que como se ha puesto de manifiesto resulta 

insuficiente cuando hablamos de acceso al personal docente e investigador. Existen ya 

algunos ejemplos de reglamentos, que sin abordar el problema concreto del acceso, 

regulan ya algunos aspectos específicos de apoyo al personal docente e investigador con 

discapacidad, como el aprobado en la Universidad de Valencia en Consejo de Gobierno 

de 28 de marzo de 2013. 
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COMUNICACI ÓN 6 

LA  ACCESIBILIDAD  A LA  EDUCACI ÓN SUPERIOR UNIVERSITARIA  

ESTATAL  COSTARRICENSE DESDE LA  PLATAFORMA  DEL CONSEJO 

NACIONAL  DE RECTORES (CONARE) 

 

 

M.Sc. Sandra Valle González 

Área de Vida Estudiantil 

Consejo Nacional de Rectores 

Costa Rica 
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El Consejo Nacional de Rectores (CONARE), fue creado el 04 de diciembre de 1974, 

mediante el Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal 

en Costa Rica, con el fin de impulsar la coordinación interuniversitaria y llevar a cabo 

acciones articuladas que aseguren el buen funcionamiento de las instituciones adscritas 

a este consejo. 

Dicho Convenio despliega los lineamientos de coordinación comunes para las 

instituciones signatarias, concernientes a 8 temas vitales para su labor: salarios y 

escalafón, cooperación docente y regulación de jornada, servicios comunes, 

establecimiento de carreras, reconocimiento de títulos extranjeros, financiación, 

reconocimiento de estudios y la coordinación.  

Originalmente, el CONARE se constituyó (1974), con las tres instituciones de 

educación superior existentes en ese momento: la Universidad de Costa Rica 

(UCR/1940), el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR/1971) y la Universidad 

Nacional (UNA/1973). Posteriormente, se asoció la Universidad Estatal a Distancia 

(UNED/1977). 

En noviembre de 1977, el CONARE adquiere personería jurídica mediante la Ley 6162, 

en el artículo 3, inciso ch), entre otras funciones, se indica que la institución está 

facultada para ñestablecer los mecanismos de coordinación adicionales a la Oficina de 

Planificación de la Educación Superior, que sean necesarios para el adecuado 

funcionamiento de la educación superior universitariaò. 

De esta manera, inician las gestiones de coordinación entre las universidades estatales 

costarricenses, inmersas en un proceso de concertación interinstitucional que busca 

objetivos comunes, demandando un profundo espíritu de cooperación, buena voluntad y 

claridad de metas; significando una seria responsabilidad, tanto para las instituciones 

adscritas como para los actores implicados en estos procesos, en los diferentes niveles 

operativos. 

Asimismo, se asigna al CONARE, entre otras funciones, la elaboración del Plan 

Nacional de la Educación Superior Universitaria Estatal (PLANES), documento 

quinquenal, que toma en cuenta los lineamientos que establece el Plan Nacional de 

Desarrollo vigente; y especifica los objetivos y acciones estratégicas con que las 

universidades estatales se comprometen, considerando, las políticas y lineamientos 

aprobados en cada una y sus respectivos planes de desarrollo institucional.  

El CONARE es coordinado por los rectores de las cuatro universidades que lo integran. 

El periodo de coordinación es por un año de acuerdo al orden de creación: UCR, ITCR, 

UNA y UNED. 



 

76 

Además de esto, y con el objetivo de enlazar las universidades estatales con los Poderes 

del Estado y las instituciones autónomas, el convenio instala la creación de una 

comisión de enlace que vela, entre otros, por el tema de financiamiento de las 

universidades adscritas al CONARE.  

En 1982, el CONARE conforma la Comisión de Vicerrectores (as) de Vida Estudiantil 

(COMVIVE), integrada por el o la Vicerrector (a) de Vida Estudiantil de la Universidad 

de Costa Rica (UCR); el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR); la Universidad 

Nacional (UNA) y el (la) Director (a) de Asuntos Estudiantiles de la Universidad Estatal 

a Distancia (UNED). Dicha comisión realiza reuniones periódicamente, según sus 

propios requerimientos y como órgano de mayor jerarquía del área de vida estudiantil, 

le corresponde la toma de decisiones de carácter político-administrativo de la misma. 

La labor desarrollada por esta área, ha permitido conformar un sub-sistema de vida 

estudiantil, cuyo principal objetivo ha sido generar proyectos y acciones conjuntas de 

coordinación que contribuyan al fortalecimiento cualitativo y cuantitativo del área; 

robusteciendo a su vez, los programas de vida estudiantil a lo interno de cada una de las 

instituciones de Educación Superior Estatal Costarricense. 

Vida Estudiantil está formada por tres áreas de trabajo, las cuales están determinadas en 

los planes estratégicos y están orientados a la formación integral del estudiante 

universitario, basados en una concepción globalizadora, humanística y social; cuya 

función es la de integrar y articular el accionar de los equipos de trabajo incorporados 

en cada uno de los programas.  

A continuación se presenta, el esquema de trabajo organizativo de los programas, en el 

que se agrupan las comisiones, subcomisiones y/o equipos de trabajo que conforman el 

área de Vida Estudiantil del CONARE. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


